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RESUMEN DEL TRABAJO: 

Este trabajo busca encontrar las normas más representativas, en cuanto a 

responsabilidad civil se refiere, dentro de la Propiedad Intelectual y las implicaciones 

prácticas que las mismas tienen dentro de nuestro Ordenamiento Jurídico. 

Se parte de la hipótesis de que en Costa Rica la legislación en materia de Propiedad 

Intelectual no contempla de manera adecuada la reparación civil por las infracciones 

cometidas en dicha materia, toda vez que los mecanismos y facultades otorgados a los 

titulares de los derechos de propiedad intelectual se encuentran envueltos en el convulso y 

sobretodo lento sistema judicial costarricense. 



La investigación se enfocó en el análisis de las leyes, tratados, convenios y decretos 

existentes en el país, referentes a la Propiedad Intelectual, porque de ellos se debe preparar 

el cuadro fáctico con que cuenta el país en este sentido. Asimismo, la jurisprudencia y 

doctrina, tanto nacional como intemacional, fueron importantes para detallar las 

problemáticas y soluciones que se plantean para los constantes cambios que surgen en esta 

materia. 

La Ley de Procedimientos de Observancia de los Derechos de Propiedad Intelectual, 

Ley número 8039 del día 9 de octubre del año 2000, es un esfuerzo importante que realizó 

el país para equiparar la legislación nacional a las normas establecidas a través de la 

Organización Mundial de la Propiedad Intelectual. Si bien es cierto su aprobación fue 

tardía, 6 años después de que sus disposiciones más relevantes fueran aprobadas por el país 

en la Ronda de Uruguay, algunas de sus normas introdujeron variantes importantes en 

cuanto a la protección efectiva de los derechos de propiedad intelectual en el país. Desde 

las llamadas medidas en frontera, hasta la posibilidad de utilizar procesos abreviados para 

reclamar este tipo de infracciones, la mayor parte de sus normas establecen elementos que 

hacen más efectiva la protección a los titulares de derechos de propiedad intelectual. 

Aunque conserva algunas lagunas en determinados aspectos, su aprobación 

consiguió el beneplácito de la opinión intemacional, al considerar que dicho esfuerzo 

paliaba en cierto grado la grave crisis que continúa sufriendo el país en esta materia, 

consiguiendo así un respiro que permitió mirar con mayor optimismo la posibilidad de 

inversión extranjera en el país. 



El reto de ahora en adelante consiste en no descuidar dicha legislación y reformarla 

oportunamente, para que no se vuelva obsoleta y continúe permitiendo la defensa de los 

titulares de derechos de propiedad intelectual, de una manera efectiva y sobre todo 

expedita. 



INTRODUCCI~N 

La presente, es una Investigación que busca encontrar una solución a un problema 

que cada vez se vuelve más recurrente y que poco a poco carcome el ideal de justicia y 

equidad que promueve nuestro sistema judicial y en general la praxis del Derecho. Es muy 

común escuchar fiases como " su crédito es incobrable porque el demandado no tiene 

bienes a su nombre", ó " mejor lleguemos a un acuerdo extrajudicial para al menos 

recuperar algo de nuestro crédito". Estas fiases reflejan la enorme laguna que contiene 

nuestro Ordenamiento Jurídico, en cuanto a la correcta y cumplida reparación del daño 

causado, misma que se acentúa en el campo del derecho Civil. Y decimos esto, porque la 

mayor parte de la sociedad considera que la responsabilidad penal, entiéndase condena 

privativa de libertad, es suficiente reparación para el daño causado, dejando de lado el 

aspecto pecuniario de ésta, situación que pasa a un segundo plano y que se convierte en una 

sanción adicional o "plus", que si se puede lograr es importante, pero no preponderante 

para la víctima. 

Es por ello, que debe tomarse con mucha seriedad la necesidad de modernizar y 

hacer más efectivos los controles y sanciones en materia de Responsabilidad Civil, y 

mayormente en un ámbito como el de la Propiedad Intelectual, que poco a poco se 

convierte en uno de los principales campos de actividad del derecho y que por lo tanto 

merece una atención especial. Cabe recordar que la propiedad intelectual crece en 

importancia día con día y que su regulación afecta distintas esferas de una sociedad, 

convirtiéndose inclusive en fuente de divisas para los países cuya legislación protege de 

manera adecuada todas aquellas fonnas de expresión de la Propiedad Intelectual. 



En una era globalizada como la que nos envuelve actualmente es fundamental 

acoplarse a las decisiones tomadas en bloque, situación que se ejemplifica a la perfección 

con los acuerdos de la Organización Mundial del Comercio, en donde la Propiedad 

Intelectual es tema de revisión diaria y elemento fundamental en la elaboración y 

distribución de cualidades para los diferentes países miembros. No cabe duda que es 

entonces una tarea obligatoria e inmediata la elaboración de políticas y regulaciones que 

procuren la adecuada protección a la Propiedad Intelectual, fenómeno que debe contener 

una justa y plausible regulación acerca de la responsabilidad, en sus diferentes 

manifestaciones, así como maneras eficaces de ejercer dicha responsabilidad y obtener el 

resarcimiento correspondiente. 

Esta Investigación busca encontrar los problemas mediante un análisis objetivo de 

las propuestas legislativas y doctrinales conocidas en la materia y aplicadas a la Propiedad 

Intelectual, y un acercamiento a la nueva Ley de Procedimientos de Observancia de la 

Propiedad Intelectual, la cual es un esfuerzo interesante por equiparar nuestra legislación a 

las legislaciones de otros países, inspirada en el fenómeno de la globalización comentado 

anteriormente. 

La hipótesis de esta Investigación consiste en demostrar que la legislación 

costarricense en materia de Propiedad Intelectual no contempla de manera adecuada la 

reparación civil por las infracciones cometidas en dicha materia, toda vez que los 



mecanismos y facultades otorgados a los titulares de los derechos de propiedad intelectual 

se encuentran envueltos en el convulso y sobretodo lento sistema judicial costarricense. 

Por ende el objetivo general de este trabajo s~centra  en encontrar las normas más 

representativas, en cuanto a responsabilidad civil se refiere, dentro de la Propiedad 

Intelectual y las implicaciones prácticas que las mismas tienen dentro de nuestro 

Ordenamiento Jurídico. 

De dicho objetivo General podemos destacar los siguientes objetivos específicos: 

%a) Encontrar las principales normas que establecen la reparación civil dentro de la -- 

propiedad intelectual y su vigencia práctica dentro del organigrama judicial 

costarricense. 

b) Comparar los esfuerzos en los diferentes ámbitos de la esfera social costarricense: 

político, comercial, judicial, entre otros, con las normas marco que se siguen a nivel 

mundial y establecer las necesidades básicas del país. 

c) Analizar la Ley de Observancia de sobre Derechos de Propiedad Intelectual con el 

objeto de demostrar que, aunque constituye un esfuerzo importante en esta materia, 

su tardía aprobación y algunos defectos legislativos al momento de su creación, 

continúan comprometiendo los derechos, sobre todo a una justa y rápida reparación, 

de los titulares de derechos de propiedad intelectual. 

Para llevar a cabo esta Investigación se utilizó el método inductivo, descriptivo e 

investigativo, con el objeto de analizar y desarrollar los conceptos generales, identificar las 
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problemáticas actuales y elaborar las posibles soluciones utilizando la legislación vigente y 

planteando nuevas enmiendas para hacerla más completa y eficaz. 

Por supuesto el análisis de las leyes, tratados, convenios y decretos existentes en el país 

fue la principal fuente de Investigación, porque de ellas se debe preparar el cuadro fáctico 

con que cuenta el país en este sentido. Asimismo, la jurisprudencia y doctrina, tanto 

nacional como internacional, fueron importantes para detallar las problemáticas y 

soluciones que se plantean para los problemas que surgen en esta materia, dejando como 

corolario la utilización de otros recursos como el análisis de expedientes judiciales y visitas 

a los registros encargados, para comprobar, mediante la praxis jurídica, las implicaciones 

del material investigado. 

La Investigación consta de dos títulos. En el primero se analiza de manera general la 

responsabilidad civil, pero siempre en conexión con los aspectos en donde se nota su 

influencia en materia de propiedad intelectual. El capítulo primero intenta establecer las 

distintas formas de reparación existentes que pueden ser aplicadas en materia de Propiedad 

Intelectual, mientras que el segundo delimita las causas y consecuencias de la 

responsabilidad civil dentro de esta materia. 

Por otro lado, en el Título segundo se analiza la influencia e impacto de la Ley de 

Observancia Sobre Derechos de Propiedad Intelectual, destacando en el primer capítulo las 

novedades y la importancia de su introducción al Ordenamiento Jurídico Costarricense, 



mientras que en el segundo capítulo se analizan las medidas referentes a la BespMsabilidad 

Civil que ésta contiene. 



TITULO 1: LA RESPONSABILIDAD CIVIL Y SU CONEXIÓN CON LA 

PROPIEDAD INTELECTUAL 

CAPITULO 1: NOCIONES GENERALES DE LA REPARACIÓN CIVIL Y SUS 

IMPLICACIONES DENTRO DEL ESQUEMA DE LA PROPIEDAD 

INTELECTUAL. 

La reparación civil ha sido un tema en boga desde los inicios de la era civilizada y la 

existencia del dinero. Su capacidad pragmática y el valor supremo que ha alcanzado el 
F--- 

dinero (o sus diversas formas de representación a través de los tiempos) han hecho de la .- 
reparación civil una de las formas de resarcimiento más utilizadas. Sin embargo, si 

tomamos en cuenta su repercusión actual en materia de Propiedad Intelectual, podemos 

damos cuenta de, atendiendo a criterios y problemáticas actuales, que ha cedido 

protagonismo frente a otras formas de resarcimiento o responsabilidad. 

SECCIÓN 1: EL CONCEPTO DE DAÑO Y SU IMPORTANCIA DENTRO DE LA 

RESPONSABILIDAD CIVIL. 

Desde todo punto de vista, el daño es un elemento preponderante dentro de la 

responsabilidad civil y en general dentro de los diversos tipos de responsabilidad existentes. 

Ya sea que consideremos a la responsabilidad como parte inherente de éste, o asumamos 

más bien que el daño es solamente un elemento constitutivo de la responsabilidad1, no 

podemos dejar de lado que juega un papel fundamental para determinar las causas y 

consecuencias de la responsabilidad como concepto objetivo. 

' En este sentido puede observarse lo comentado por Larenz, Zanonni, entre otros, en contraposición a las 
posiciones como la de Santos Bris quienes consideran a la responsabilidad como parte componente del daño. 



El daño puede entenderse como "el menoscabo que, a consecuencia de un 
acacimiento o evento determinado, sufre una persona, ya en sus bienes vitales naturales, ya 
en su propiedad, ya en su patrimonio'". 

Si partimos de esta premisa, podemos identificar varias cualidades que constituyen 

la figura del daño, relacionadas principalmente a la responsabilidad civil. Por un lado 

tenemos la necesidad de la existencia de un menoscabo, perjuicio o aflicción a la esfera 

jurídica del sujeto perjudicado para poder afirmar la existencia de un daño. En segundo 

lugar tenemos el concepto de hecho, del cual se derivan varias ramificaciones entre las 

cuales podemos mencionar el aspecto volitivo, la ilicitud o no de la acción que generó 

dicho hecho y por supuesto el nexo causal existente entre dicho hecho y el daño causado 

finalmente. 

En este sentido es importante mencionar como "la acción del agente constituye, ....., 
el factor unijicador que aglutina los diversos elementos imbricados en el proceso de 
imputación: acto-sujeto-consecuencias, que desembocan en el instituto de la 
responsabilidad civilw3. 

Esto significa que el hecho que se considera dañoso, proviene de la acción de un 

agente externo que afecta al sujeto perjudicado, con lo que se configura la posibilidad de 

reclamar o exigir la aplicación de responsabilidad civil a dicho sujeto por esa acción y las 

consecuencias de la misma. 

%Zannoni (Eduardo). El daño en la responsabilidad civil. Editorial Astrea, Buenos Aires, Argentina, 1982, pg. 
1. 
Goldenberg (Isidoro). La Relación de Causalidad en la Responsabilidad Civil.. Editorial Astrea, Buenos 

Aires, Argentina, 1984, pg 47. 



En tercer lugar, para la existencia de un daño tenemos la necesidad de contar con un 

sujeto pasivo o receptor de dicho daño, es decir una persona perjudicada con dicho hecho 

dañoso. El sujeto puede ser persona física o jurídica, individual o colectiva y si se quiere 

hasta abstracta4, entendiéndose como el daño al interés general que le compete a 

determinado grupo de personas. En materia de Propiedad Intelectual no podemos hablar de 

un sujeto pasivo con estas condiciones, por cuanto los derechos pertenecen a una persona 

en particular y no forman parte de un interés general. Es decir, los derechos de propiedad 

intelectual forman parte del patrimonio de una persona, y por lo tanto esta es la única 

legitimada (o sus herederos) para ejercer los derechos de defensa que brinda el 

ordenamiento jurídico sobre ellos. 

Por último, dentro de la definición de daño es importantísirno destacar el concepto 

de patrimonio. Mucho se ha dicho doctrinalmente acerca de este concepto ya que existen 

posiciones encontradas en cuanto a sus elementos configurativos. Unos por un lado, 

manifiestan que el patrimonio únicamente se encuentra compuesto por los activos, créditos 

o bienes de un persona. Es decir, el patrimonio lo componen todos los haberes que dicha 

persona posea cualquiera que sea su naturaleza: créditos, bienes, derechos, entre otros. Por 

otro lado hay quiénes consideran que el patrimonio se encuentra compuesto por: 

"la llamada esfera jurídica de pertenencias determinadas por las relaciones jurídicas 
(personales o reales) de contenido económico'". 

4 En este sentido puede tomarse la teoría del interés legítimo que siguen entre otros Dormí, Bartolomé, 
Gordiilo y Linares, por cuanto cualquier persona que tenga dicho interés puede alegar el daño y su influencia 
para el interés general. 

Zannoni, Op Cit. Pg 33 



A mi criterio, esta definición es la más acertada por cuanto hay inclusive posiciones 

radicales que incluyen derechos fundamentales como el sufragio y la libertad de tránsito 

dentro de la esfera patrimonial del sujeto. Me parece que el criterio económico que ha 

rodeado al concepto de patrimonio, no permite una readecuación más allá de esa esfera, 

aunado a esto lo práctico que resulta para el Derecho, incluir únicamente los conceptos 

económicamente valorables dentro de la intangibilidad que el concepto representa. 

Podemos afirmar entonces que la estructura del daño a nivel de la propiedad 

intelectual involucra la presencia de todos estos elementos con algunos caracteres 

especiales. Por ejemplo, surge la interrogante acerca de la necesaria existencia de un 

menoscabo a los derechos de propiedad intelectual de cada titular, para la configuración de 

un daño. Más adelante en esta Investigación, podremos observar como la Ley de 

Procedimientos de Observancia en Materia de Propiedad Intelectual, utiliza criterios 

meramente económicos para configurar delitos en esta materia, dejando de lado por 

completo esta concepción de daño que únicamente habla de menoscabo y no de algún 

criterio pecuniario ligado al mismo. 

Otro aspecto importante de analizar, es el hecho de que los sujetos perjudicados por 

un daño en materia de propiedad intelectual, deben ser claramente individualizables ya que 

ellos son los titulares de los derechos abusados por el agente infractor. Es decir, la 

legitimación pasiva para alegar un hecho dañoso se encuentra circunscrita al titular del 

derecho o sus representantes, por cuanto son ellos los únicos perjudicados con dicha 

acción. Además, un elemento importante es la relación causal entre el hecho dañoso y sus 



consecuencias prácticas de menoscabo a los derechos de propiedad intelectual de la persona 

afectada ya que dichas consecuencias pueden ir en diferentes niveles (pecuniario, moral y 

hasta penal). No cabe lugar a dudas que esta relación causal es preponderante para poder 

determinar a ciencia cierta la responsabilidad acaecida a raíz de determinado hecho, por 

cuanto es dicho nexo el que vincula al menoscabo con el hecho que lo produjo. En materia 

de propiedad intelectual dicho nexo causal tiene especial importancia a nivel de reparación, 

por cuanto es el punto de partida para pensar en la posibilidad de existencia de la 

responsabilidad civil por el hecho. 

Por último, es bastante obvio que los derechos de propiedad intelectual forman parte 

integral del patrimonio de cualquier sujeto. Independientemente de su valoración 

pecuniaria, dichos derechos forman parte de las relaciones jurídicas económicamente 

valorables que conforman la esfera de acción de determinado sujeto. Es más, no se exagera 

al afirmar que muchas empresas hoy en día valoran a los derechos de propiedad intelectual 

como uno de los aspectos más valiosos de su patrimonio, por cuanto constituyen bienes de 

interminable valor en la economía actual que pueden decidir el éxito o fiacaso de una 

gestión empresarial. 



SECCIÓN 11: LA INDEMNIZACIÓN DINERARIA COMO PRINCIPAL FORMA 

DE REPARACIÓN DEL DAÑO 

Es bastante claro que la indemnización dineraria es la principal forma de reparación 

civil existente. El valor que ha alcanzado el dinero y su importancia en la economía ha 

hecho que los daños sean reparados pecuniariamente, es decir que los mismos sean 

valorados económicamente y así lograr su reparación. En mi opinión, este es un criterio 

más que válido para lograr la adecuada reparación de los daños causados por lo agentes. 

No deja de ser sin embargo, una consecuencia lógica del desarrollo que ha tenido la 

economía a lo largo del tiempo, a la cual el Derecho ha debido adherirse para encontrar 

sotuciones acordes con los lineamientos sociales establecidos. 

Sin embargo surge un peligro a raíz de esta concepción, cual es el de caer en la 

trampa de hacer necesaria la valoración pecuniaria del daño para poder resarcirlo. En ese 

sentido siempre es importante apuntar que el hecho de que la indemnización dineraria sea la 

forma más aceptada y popular de reparación, no implica que sea la única y mucho menos es 

un elemento categorizador del daño, por cuanto como mencionamos en la Sección anterior, 

el menoscabo o perjuicio que se produce al sujeto perjudicado debe afectar su esfera 

patrimonial, es decir puede afectar también sus emociones, honor, ideas, entre otras, todas 

las cuales configuran derechos pertenecientes al patrimonio de éste. Por supuesto, no 

podemos olvidar a la reparación de la cosa a su estado original o a la reparación alternativa, 

como formas alternas de reparación que no incluyen fundamentalmente a la indemnización. 



Pero es claro que la obligación resarcitoria constituye el pila fundamental en el que 
se basa la reparación civil. Como tal, la indemnización dineraria "tiende a restablecer el 
equilibrio patrimonial roto en razón del perjuicio. 'd 

Empero, en materia de propiedad intelectual nos enfrentamos a otro problema 

adicional. Siendo que esta materia se compone de derechos abstractos, los cuales no son 

tangibles, sino más que a través de los productos u objetos que se crean mediante los 

mismos, esto implica que generalmente no se encuentran pecuniariamente valorados, lo que 

hace más lenta su reparación. Es decir, se debe empezar por valorar el grado de la 

infracción o daño cometido a dichos derechos, las consecuencias pecuniarias que dicho 

daño ocasionó al sujeto perjudicado y por último el valor pecuniario objetivo que dichos 

derechos tienen. Y se resalta la palabra objetivo, por cuanto corresponde al Juez en la 

casuística determinar el valor que dichos derechos poseen y el impacto que produjo en su 

titular el daño causado a ellos. En otras palabras, podemos equiparar a estos derechos con 

los llamados derechos morales, tan polémicos por su dificultad para valorar y así obtener un 

criterio objetivo de reparación. 

En este aparte cabe reseñar, como se observará a 'lo largo del presente trabajo de 

Investigación, es donde más falla actualmente el sistema ~urídico costarricense. 

Lamentablemente, la reparación mediante la indemnización dineraria es prácticamente 

inexistente en esta materia precisamente por cuanto las personas logran desviar la 

posibilidad de que les sean cobrados los daños que le producen a los titulares de derechos 

de propiedad intelectual. En este sentido y como se mencionará posteriormente urge 

modificar no solo la legislación vigente sino también la mentalidad de las personas para que 

6 Op Cit, pg 203. 



empiecen a valorar o al menos equiparar a la propiedad intelectual con la propiedad sobre 

bienes muebles o inrnuebles. 

Por último es destacable mencionar que en aras de facilitar la labor de reparación 

mediante la indemnización dineraria, los objetos surgidos a raíz de derechos de propiedad 

intelectual, empiezan a ser valorados más frecuentemente en aras de agilizar un eventual 

proceso de resarcimiento por infracciones cometidas sobre los mismos. No es de extrañar 

entonces que las licencias para diferentes programas de computación sean económicamente 

valoradas, en un intento por establecer un valor objetivo para dichos bienes, y para que 

sirva de punto de partida en una eventual reparación. 

SECCIÓN III: LOS DISTINTOS TIPOS DE HECHOS GENERADORES DE 

RESPONSABILIDAD CIVIL Y SU APLICACION EN MATERIA DE PROPIEDAD 

INTELECTUAL 

La Responsabilidad Civil se ha identificado siempre con diferentes clasificaciones 

para obtener hechos generadores de la misma. Por un lado tenemos la clásica división entre 

responsabilidad civil contractual y extracontractual; por otro lado podemos también 

mencionar la surgida a raíz de la clasificación general de las causas de las obligaciones 

como sería por contratos, cuasicontratos, delitos y cuasidelitos; sin olvidar por supuesto la 

distinción entre responsabilidad subjetiva y objetiva. 

En materia de Propiedad Intelectual es factible encontrar responsabilidad civil 

contractual y extracontractual, clasificación que atañe a la relación o lazo existente entre el 



sujeto perjudicado y el agente infractor. Claramente se puede observar que en materia de 

responsabilidad contractual, la relación existente faculta al agente infractor a explotar cierta 

parte de los derechos de propiedad intelectual y que de dicha relación se deriva la 

infracción. Podemos pensar en un abuso en la posibilidad de explotación 

(cuantitativamente hablando), el explotar derechos no contemplados en el convenio 

original, y en otro orden de ideas por ejemplo el no reconocimiento expreso de dichos 

derechos a su legítimo propietario. Si observamos con atención, podemos concluir que en 

esta materia los contratos deben se claros y específicos, por cuanto la intangibilidad de 

estos derechos hace necesaria la especificación de los alcances que el propietario de los 

mismos hace al tercero, quien generalmente se encarga de explotarlos para su beneficio 

patrimonial. 

En efecto "en el ámbito de la responsabilidad contractual el deber de responder 
resulta de la frustración culpable del contrato o negocio; frustración que es la que, como 
tal, provoca el dañov7. 

Por otro lado, la responsabilidad extracontractual, surge a raíz de un hecho ajeno a 

cualquier relación existente entre los dos sujetos (infractor y perjudicado), más que para 

dicha infracción en específico. En este tipo de responsabilidad: 

"el deber de responder resulta no de la frustración de un fin negocial, sino de la lesión o 
menoscabo a un bien jurídico de la víctima que, al ser tutelado por el derecho como un fin 
en sí mismo, obliga a la consiguiente repara~ión"~ 

' Op Cit, pg 61. 
8 Idem 



En este sentido, en materia de Propiedad Intelectual, la responsabilidad 

extracontractual es la que se presenta con más ffecuencia, por cuanto la mayor parte de las 

infracciones son cometidas por sujetos que buscan precisamente evitar una relación 

negocia1 con el propietario de los derechos de propiedad intelectual, para liberarse de la 

obligación de respetar sus derechos de propiedad intelectual, o al menos cancelar el monto 

correspondiente para su correcta utilización. Ejemplos de este tipo de infracciones las 

encontramos en programas de computación, juegos de video y hasta repuestos bbpirateados", 

difusión de obras literarias sin autorización, utilización de canciones sin permiso, entre 

otros. 

Por otro lado, a mi criterio no podemos hablar de responsabilidad civil objetiva en 

materia de Propiedad Intelectual, ya que resulta muy obvio que para la existencia de un 

daño a dichos derechos, debe existir una infracción cometida por una persona que en la 

mayoría de los casos es perfectamente individualizable. En este sentido es apropiado 

recordar que los derechos de propiedad intelectual, deben ser protegidos por sus titulares (o 

herederos), por cuanto son estos los únicos legitimados para reclamar la efectiva protección 

de los mismos. Esta situación, se destaca con claridad maeridiana en la Ley de 

Procedimientos de Observancia en materia de Propiedad Intelectual, por cuanto para 

realizar cualquier tipo de acción, ya sea administrativa o judicial, al amparo de esta ley, es 

necesario demostrar la calidad de titular de dicho derecho. 



SECCIÓN IV: EL ESQUEMA DE RESPONSABILIDAD CIVIL EN MATERIA DE 

PROPIEDAD INTELECTUAL. 

La Propiedad Intelectual no posee elementos específicos que la hagan diferir del 

esquema general de responsabilidad civil. En este sentido las Únicas especificaciones 

surgen a raíz de elementos propios de la materia como lo son la inmaterialidad de los 

derechos, la existencia de un nexo causal entre el hecho y los bienes producto de tales 

derechos y la necesaria valoración patrimonial del daño causado (al menos si nos apegamos 

a la tesis que establece la Ley de Procedimientos de Observancia en Materia de Propiedad 

Intelectual). 

Por un lado podemos atenernos a los sujetos intervinentes dentro de la relación de 

responsabilidad. Por un lado, el agente responsable de la infracción cumple con varios 

requisitos como lo son: capacidad volitiva de cometer la infracción (en el entendido de que 

la infracción se comete con voluntad del sujeto y no si es utilizado como una mera forma 

física o bajo coerción) y menoscabo al patrimonio del perjudicado. No incluimos dentro de 

este esquema al lucro obtenido por el infractor o el conocimiento que tuviera de que los 

derechos de propiedad intelectual, porque a mi criterio, dichos elementos no son 

preponderantes en la responsabilidad. Veamos, en un plano meramente teórico, porque 

como veremos posteriormente el legislador lo incluye dentro de la Ley estudiada en la 

presente Investigación, el hecho de que el infractor no obtenga un beneficio patrimonial con 

la infracción, no es motivo suficiente para alegar la inexistencia de la misma, por cuanto el 

aspecto pecuniario del menoscabo es solamente una característica o modalidad de este. 

Como lo explicaremos posteriormente consideramos erróneo el hecho de que el legislador 



haya introducido esta característica moda1 a los delitos en esta materia, aunque dicha 

característica es salvable si nos apegamos a la existencia de los derechos morales de los 

autores sobre sus obras y que de alguna u otra forma, cualquier menoscabo a los derechos 

de propiedad intelectual implica un daño a dichos derechos morales y por ende, 

económicamente valorable. 

En cuanto al sujeto perjudicado, podemos establecer que la legitimación la brinda su 

calidad de titular del derecho, independientemente de su inscripción o no en el Registro 

respectivo, por cuanto la OMPI es muy clara al establecer que dicha inscripción no es 

necesaria para la protección. Una situación que es muy clara es la necesidad de que se 

produzca un menoscabo y que éste afecte su patrimonio, tal y como lo reseñamos 

anteriormente. Dada la amplitud del concepto patrimonial vigente hoy en día y 

completamente aplicable a esta materia, es que los derechos de propiedad intelectual, así 

como los derechos morales que ellos otorgan, forman parte intrínseca del patrimonio, por lo 

que no importa tanto lo obtenido por el infractor, como lo perjudicado al titular del Derecho 

de propiedad intelectual. 

Por otro lado, el nexo causal necesario entre la infracción cometida y el daño 

sufrido, debe manifestarse en varias esferas de la conducta del infractor como lo son: 

voluntad, la relación acción-menoscabo y por supuesto la relación menoscabo-patrimonio 

del perjudicado. En este sentido, la infracción no solo implica que los derechos de los 

titulares hayan sido menoscabados, sino que también pueda hacerse una conexión entre el 

sujeto infractor y el resultado de su acción sobre el patrimonio del titular. A esto se unen 



varios criterios externos que han permeado esta materia como lo son por ejemplo la calidad 

del infractor, ya que se sanciona de distinta manera al comerciante (distribuidor, editor y 

hasta comprador) que a la persona que realiza dicha infkacción de manera privada, por 

cuanto elementos como la habitualidad y la escala cuantitativa de la infracción, influyen en 

la decisión final de la reparación. En este tema, por cierto muy criticado por diversos 

sectores de la propiedad intelectual en Costa Rica, la Ley de Procedimientos de 

Observancia en Materia de Propiedad Intelectual, hace algún tipo de distinción, más 

precisamente en su artículo 72, situación que será analizada en el título 11 de la presente 

Investigación. 

En cuanto a la distinción entre la acción dolosa y culposa, podemos decir que en 

esta materia adquieren un matiz especial. No tanto por el aspecto doloso de la infracción, 

por cuanto es obvio que las infracciones en esta materia son cometidas generalmente de 

esta manera (Ver delitos contemplados por la Ley en estudio), sino más bien por la 

posibilidad de existencia de infracciones culposas en ésta. En efecto, si nos apegamos a un 

plano de vista teórico y sin posibilidades probatorias, es muy probable pensar en la 

posibilidad de la existencia de una conducta culposa en este sentido, más que todo alegando 

la ignorancia de que los derechos de propiedad intelectual sobre determinado bien 

pertenecían a otra persona. Podemos pensar en algún artefacto inventado en dos partes 

distintas y alejadas del mundo, en donde ninguna de las dos personas sabe de la existencia 

del artefacto creado por la otra. Aquí, además de mediar un criterio meramente temporal 

para otorgar los derechos sobre el bien inventado, también nos enfrentamos ante un 

problema práctico por cuanto resulta dificil castigar a una de estas dos personas por el 



hecho de la infracción, por cuanto las condiciones no permitían que se conocieran los 

derechos de propiedad intelectual de cada una de ellas. Aquí, podemos hacer la salvedad 

de que las conductas culposas no son posibles en sociedades o en esferas en donde los 

derechos de propiedad intelectual se encuentran ya sea inscritos o son de dominio popular, 

por cuanto se aplica el conocido principio de que no puede alegarse ignorancia fiente a la 

ley. 

Hasta que no se constituya un registro mundial de este tipo de derechos o que las 

bases de datos de cada país miembro de la OMPI funcionen en todos los Estados miembros, 

seguirá existiendo la necesidad de inscribir los derechos de propiedad intelectual en todos 

los países en que los mismos son utilizados o cuya protección sea importante como 

estrategia de mercado. 

Y 

CAPÍTULO 11: LAS DIVERSAS FORMAS DE REPARACIÓN DENTRO DE LA 

PROPIEDAD INTELECTUAL 

La Propiedad Intelectual es una rama del Derecho relativamente novedosa, por lo 

que muchas de sus implicaciones no se conocen sino hasta hace muy pocos años. Si a esta 

situación le sumamos el hecho de que su eje o radio inmediato de acción se encuentra 

actualmente ligado de manera especial a los avances tecnológicos, podemos afirmar con 

certeza que su regulación es materia de preocupación diaria para el derecho. Si tomamos 

en cuenta la velocidad con que se generan y varían programas de computación, esquemas 



genéticos de plantas y animales, por citar dos de los ejemplos más célebres, podemos 

entender como no existe una regulación completa ni suficiente en este tema, lo que ha 

generado una cultura de la piratería que cada vez más carcome los derechos de los titulares 

de derechos intelectuales. 

Esta situación hace que la reparación por daños en materia de Propiedad Intelectual 

sea un tópico de controversia y a la vez de mención obligatoria al hablar de las principales 

falencias de la legislación, tanto nacional como mundial, sobre este tema. El problema 

principal radica en que los entes y organismos internacionales encargados de velar por la 

Protección a este tipo de derechos se han preocupado sobremanera por hacer ver los 

elementos constitutivos, los hechos idactores y las posibilidades de protección de estos 

derechos, sin que de ello emanen normas que regulen, aunque sea de manera general, las 

formas y procedimientos necesarios de reparación para infracciones cometidas en este 

ámbito. Esta tarea se la han dejado a las legislaciones internas de cada país, lo que ha 

creado una brecha enrome entre los países con legislaciones modernas y los que todavía no 

tienen un panorama jurídico claro, o lo que es lo mismo, entre países desarrollados y 

subdesarrollados. Esta situación atenta de manera clara contra las posibilidades de 

desarrollo que tienen los países subdesarrollados, por cuanto sus deficientes legislaciones 

en este tema son uno de los principales obstáculos para atraer a la inversión extranjera, que 

toma cada vez más en cuenta la regulación de la propiedad intelectual como uno de los 

pilares fundamentales a la hora de escoger los lugares o destinos para realizar sus 

inversiones. 



La necesidad de una regulación en este tema radica en el hecho de que la Propiedad 

Intelectual está en vías de convertirse en uno de los principales bienes dentro de la 

economía globalizada que se vislumbra en un futuro no muy lejano. 

SECCIÓN 1: BREVE RESEÑA HISTÓRICA Y NOCIONES GENERALES 

La propiedad intelectual es un fenómeno tan antiguo como la humanidad misma. 

Desde invenciones tan famosas como la rueda, la electricidad, el teléfono, las 

computadoras, la pluma fuente y los libros, hasta cosas que parecen tan insignificantes 

como los abrelatas, los separadores de páginas, las pajillas ó los cubiertos, el ser humano 

siempre ha sentido la necesidad de buscar la manera de facilitar los quehaceres cotidianos y 

crear nuevas formas y métodos de expresión. No es de extrañar, que a lo largo de nuestra 

vida nos encontremos con tecnologías revolucionarias seguidas una de la otra y lo que en 

un momento parecía lo más novedoso, tiempo después cede su lugar a su nueva versión o 

versión mejorada. 

Hablar de una reseña histórica de la reparación dentro de la propiedad intelectual 

nos remonta a tiempos no muy lejanos. No es sino hasta que se forma la vida en sociedad 

en donde empezamos a ver la aparición de personas creadoras de obras únicas, por las 

cuales eran reconocidas y admiradas. Es por esta razón que algunos de los .inventos más 

famosos no pueden ser atribuidos a nadie en particular ya que la forma de vida social y las 



limitaciones lingüísticas de la época nos impiden especificar a ciencia cierta a la o las 

personas encargadas de llevar a cabo determinada invención. 

Por ello, me parece lógico que hasta que se da esta conciencia dentro de la sociedad 

es que se logra obtener una personalización de las obras y que sus autores comienzan con la 

labor de protección y difusión de las mismas. No me imagino que alguien tuviera la osadía 

de alegar legalmente que había pintado la Mona Lisa o que había ideado la forma de 

comunicarse a través de un aparato que sonaba cuando alguien estaba llamando, porque 

habrían sido desacreditados inmediatamente por la colectividad, la cual tenía plena 

conciencia de quien era el autor de determinada obra y por ende del derecho inherente que 

este poseía de hacerla valer como propia. 

Esta situación se veía afectada por el hecho de que la comunicación en esas épocas 

era demasiado lenta. Podían pasar meses o hasta años para que determinada información 

viajara de un lugar a otro, por lo que no es de extrañar que algunas obras o invenciones se 

dieran en diferentes partes del mundo al mismo tiempo. 

Aquí cabe resaltar que desde los inicios de la protección a la propiedad intelectual , 

se les conceden ciertos derechos básicos a los creadores originales de las obras protegidas 

por el derecho de autor, y a sus herederos. Ellos detentan el derecho exclusivo a utilizar o 

autorizar a terceros a utilizar la obra de conformidad con términos convenidos de común 

acuerdo. 



"El creador de una obra puede prohibir o autorizar: 

O reproducción bajo distintas formas, como la publicación impresa o el grabado de 
sonidos; 

O su ejecución o interpretación pública, como en el caso de una obra de teatro o 
musical; 

O grabaciones de la misma, por ejemplo bajo forma de discos compactos, casetes o 
videocasetes; 

o su radiodifusión por radio, cable o satélite; 
su traducción en otros idiomas o su adaptación, como en el caso de una novela 
adoptada en guión cinematográfico. "9 

Estos derechos generaron que muchas obras creativas protegidas por el derecho de autor 

requirieran una gran distribución, comunicación e inversión financiera para ser divulgadas 

(por ejemplo las publicaciones, las grabaciones de sonidos y las películas) por consiguiente, 

los creadores suelen vender los derechos de sus obras a individuos o empresas más capaces 

de comercializar sus obras a cambio de un pago. Estos pagos se supeditan con frecuencia al 

uso real de la obra, en cuyo caso se denominan regalías. 

Estos derechos patrimoniales tienen un plazo límite, de conformidad con los tratados 

pertinentes de la OMPI, de 50 años tras la muerte del creador. Las distintas legislaciones 

nacionales pueden establecer plazos más largos. Este plazo permite tanto a los creadores 

como a sus herederos sacar provecho financiero de la obra durante un periodo razonable de 

tiempo. La protección del derecho de autor incluye asimismo los derechos morales, que 

incluyen el derecho a reivindicar la autoría de una obra y el derecho a oponerse a 

modificaciones que puedan atentar contra la reputación del creador. 

9~vww.wir>o .or~ labo~~t - i~s .  Página oficial de la OMPI. 



"El creador -o el titular del derecho de autor de una obra- puede hacer valer sus 
derechos administrativamente y ante los tribunales, mediante la inspección de locales para 
encontrar pruebas de protección o posesión de productos "pirateados" (realizados de 
manera ilegal) relacionados con obras protegidas. El titular puede obtener una decisión de 
justicia encaminada a detener dichas actividades, así como percibir reparación por la 
pérdida de reconocimiento y ganancias financieras, consecuencia de los actos de 
piratería. .,lo 

Asimismo, "durante los últimos cincuenta años, se ha desarrollado rápidamente un 

conjunto de derechos conexos al derecho de autor. Estos derechos conexos han 

evolucionado en torno a las obras protegidas por el derecho de autor y proporcionan 

derechos similares aunque, con frecuencia, más limitados y de menor duración a: 

los artistas ejecutantes (como actores y músicos) en sus interpretaciones o 

ejecuciones; 

los productores de grabaciones de sonidos (por ejemplo, grabaciones de casetes y 

discos compactos) en sus grabaciones; 

los organismos de radiodifusión en sus programas de radio y televisión."" 

Es claro entonces que desde la creación de las Organizaciones y normas pertinentes 

a la protección de los Derechos de Propiedad Intelectual, los intereses de los propietarios 

intelectuales siempre deben tener mecanismos eficientes y adecuados de protección, 

teniendo en cuenta principalmente que estos derechos son muy susceptibles de violaciones 

10 Idem 
" Idem 
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por cuanto su inmaterialidad no permite una protección fija más que de los productos que 

se originan de los mismos. 

SECCIÓN 11: LA REPARACIÓN Y SUS CONSECUENCIAS PRÁCTICAS 

Para poder hablar de resarcimiento, primero tenemos que tener claros los conceptos 

básicos dentro de esta materia para así poder discernir entre los actos constitutivos de 

infracciones y los que no lo son. 

Atendiendo a lo establecido en el artículo 264 del Código Civil, a los propietarios se 

les conceden los derechos de posesión, el usuhcto, la transformación, la enajenación, 

exclusión, defensa, restitución e indemnización para todos los bienes de su propiedad. Por 

posesión podemos entender la tenencia bajo el poder y la voluntad de los bienes. En 

materia de propiedad intelectual, este derecho se traslada a los bienes o productos 

resultantes del proceso intelectual que les dio origen, ya que como hemos establecido la 

propiedad intelectual es un derecho inmaterial y no debe ser confundida con el bien en 

donde recae. En cuanto al usufructo podemos entender la pertenencia de fi-utos civiles, 

naturales e industriales, lo que se entiende en este ámbito como el provecho que obtiene el 

inventor, creador o autor de su obra. La transformación implica el poder de modificar, 

transformar y hasta destruir el objeto protegido. La enajenación establece el derecho a 

transmitir el objeto protegido de la manera que le convenga al titular del derecho, ya sea 

con fines de lucro o sin ellos, como lo han demostrado varios autores a lo largo de los 

años, siendo uno de los últimos el Dr. Patarroyo y su cura para la malaria. Por último, la 



exclusión, defensa, restitución e indemnización hacen referencia al derecho de todo 

propietario intelectual a gozar de su derecho, sin perturbaciones y pudiendo exigir el 

respeto hacia dicho derecho y su reconocimiento como propio, lo que puede implicar hasta 

reparación patrimonial a título de daños y perjuicios. 

''La propiedad intelectual comprende los derechos enumerados con ciertas 
precisiones y adecuaciones por la distinta naturaleza de los bienes que están en juego, es 
decir, en función de las especiales características del objeto  regulad^"'^. 

"La reparación persigue tres objetivos: a) componer del daño o perjuicio que 
alguien ha sufrido en lo material o ~atrimonial; b) desagraviar o satisfacer al ofendido; c) 
evitar un daño o un perjuicio. "13 

Esta definición que brinda Ghersi nos hace ver que la reparación no implica 

únicamente el resarcimiento del daño sino también la necesidad explícita del agraviante de 

satisfacer de manera total a la persona que ha agraviado con su conducta. Si analizamos 

claramente podemos colegir que la composición de un daño viene aparejada de varias 

opciones las cuales se presentan depepdiendo de la naturaleza del daño y de lo dañado. Por 

un lado, se puede intentar reparar la misma cosa dañada, para lo cual es necesario que la 

cosa sea susceptible de reparación, que reparada conserve intactas las cualidades y 

características que la hacían única y que la persona afectada quiera y esté de acuerdo con tal 

forma de reparación. 

l2 Asamblea Legislativa de Costa Rica. "Informe técnico. Provecto de Lev. Lev de Procedimientos de 
Observancia de los Derechos de Pro~iedad Intelectual". Expediente número 13642. San José, Costa Rica, 
1999. 
l 3  Ghersi (Carlos Alberto). "Re~aración de Daños". Segunda Edición, Editorial Universidad, Buenos Aires, 
Argentina, 1992. Pg 270. 



Esta forma de reparación no se da en los derechos de autor, ya que estos son bienes 

inmateriales y abstractos, los cuales se plasman en bienes materiales y son éstos los que 

podrían ser objeto de composición. Aquí es importante resaltar que los derechos de autor 

no deben confundirse con los objetos sobre los cuales recaen. 

Es muy importante tener en cuenta que el derecho de autor: 

"suele describirse como las obras literarias y artísticas o las creaciones originales 
en los campos de la literatura y de las artes, las cuales se pueden expresar por medio de 
símbolos, palabras. música, ilustraciones, objetos tridimensionales o sus 
com binaciones".14 

Por la misma razón anterior es que no cabe la reparación por sustitución de la cosa 

dañada. No puede sustituirse plenamente una idea o derecho inmaterial, ya que la misma 

una vez que es utilizada para otros fines y sin consentimiento del autor pierde su 

exclusividad, con lo que se lesionan abiertamente los derechos del autor sobre su obra, 

entendiéndose ésta como el proceso mental que involucró la creación de detenninado 

objeto y su materialización. 

Por lo expuesto anteriormente resulta claro porqué la reparación a los daños 

causados en materia de Propiedad Intelectual siempre es la indemnización dineraria. Esta 

forma de reparación implica una serie de circunstancias difíciles de valorar tanto para el 

legislador como para el juez, ya que involucran un sinfín de elementos a tomar en cuenta 

para proteger tanto al autor como al interés público. 

14 Organización Mundial de la Propiedad Intelectual. "Información General". Ginebra, Suiza, 1997. Pg 1 14. 



El principio general es que quien comete un daño debe repararlo. Pero ahora bien, 

de esta premisa pueden surgir gran cantidad de situaciones que hacen necesaria la violación 

a los derechos de propiedad intelectual, para salvaguardar o mejorar derechos de la 

colectividad. Podemos mencionar varios ejemplos como serían curas para enfermedades 

terminales, tecnologías para la producción de alimentos y en general todos aquellos avances 

en la tecnología existente que provoquen una mejora sustancial en aspectos esenciales de la 

vida en sociedad como lo son la salud, el comercio o la seguridad. 

No obstante lo anterior, las leyes y en general todas las fuentes del derecho, deben 

buscar la protección de todas aquellas formas de propiedad intelectual como una manera de 

incentivar y estimular la creación de nuevas tecnologías y obras, y así asegurarles a sus 

autores la protección mínima, para que las obras sean reconocidas como suyas y tengan las 

herramientas legales necesarias para la defensa de sus derechos. 

Resulta muy complicado establecer cual es la correcta fórmula a aplicar en los casos 

de indemnización dineraria dentro del régimen de Propiedad Intelectual. No hay duda de 

que un criterio es el lucro obtenido por la persona infractora de los derechos de autor con 

su infracción, lo cual causa un detrimento al patrimonio del autor. En un plano meramente 

teórico, en donde un Juez tuviera la posibilidad de determinar a ciencia cierta el lucro que 

una determinada obra produce, aun así saltan varias preguntas: 



1-¿ Si el lucro obtenido es menor al que el autor hubiera producido con la debida 

explotación de su obra? 

2- ¿ Si no se obtuvo lucro del todo? 

3- ¿ Si el lucro es mayor al que se hubiera obtenido si el autor hubiera ejercido sus 

derechos? 

Estas tres preguntas no tienen una fácil respuesta. Por ejemplo, en el primer caso 

pareciera que lo justo es que se indemnizara al autor por el beneficio patrimonial que éste 

hubiera obtenido, ya que la explotación de la obra era su derecho y de haberse hecho de 

manera correcta tendría beneficios mayores a los que recibiría si se utilizara el criterio antes 

mencionado. 

En el segundo caso, estamos frente al llamado principio de insignificancia. La 

actuación del infractor no perjudicó en nada al autor de la obra ya que no le causó ningún 

perjuicio patrimonial. Sin embargo, la infracción continúa existiendo, por lo que 

corresponde al Juez hacer la valoración entre ambas circunstancias y ponderar en que casos 

cabe o no la indemnización. Nuestra ley de Observancia de Derechos sobre la Propiedad 

Intelectual, más precisamente en su artículo 70 tiene cierto tinte sobre este tema, el cual 

será analizado en el Título 11 de la presente Investigación. 



En el tercer caso, nos volvemos a enfrentar al principio de justicia y equidad en las 

relaciones, especialmente comerciales, ya que la actuación del inhctor magnificó el lucro 

obtenido con la obra del autor ( se puede pensar por ejemplo en una canción supuestamente 

compuesta e interpretada por Luis Miguel, frente a la interpretación de su autor original ), 

por lo que vuelve a ser decisión exclusiva del Juez la ponderación de ambas acciones y la 

resolución atendiendo a la realidad fáctica de la situación. 

No debemos olvidar además, la indemnización por daños y perjuicios consagrada en 

el artículo 1045 de nuestro Código Civil, generada por el derecho Moral de cada autor 

sobre su obra y por el cual: 

"le corresponden los siguientes derechos facultades) irrenunciables e 
inalienables: 1) decidir si su obra ha de ser divulgada y en que forma; 2) determinar si tal 
divulgación ha de hacerse con su nombre, bajo pseudónimo o signo, o anónimamente; 3) 
exigir el reconocimiento de autor de la obra; 4) exigir el respeto a la integridad de la obra 
e impedir cualquier deformación, modijicación, alteración o atentado contra ella que 
suponga perjuicio a sus legítimos intereses o menoscabo a su reputación; 5) modzficar la 
obra respetando los derechos adquiridos por terceros y las exigencias de protección de 
Bienes de interés Cultural. "". 

Por lo anteriormente mencionado, cada autor tiene la posibilidad de reclamar ante la 

instancia legal correspondiente, su derecho a la protección y exclusividad de sus obras, 

atendiendo a el derecho moral inherente que tiene sobre cada una de ellas desde el mismo 

momento de su creación. 

15 Delgado Porras, (Antonio). "Panorámica de la Protección Civil v Penal en Materia de Pro~iedad 
Intelectual". Editorial CIVITAS, Madrid, España, 1988. Pg: 135. 



Cabe además preguntarse si en el campo de la Propiedad Intelectual puede utilizarse 

algún otro tipo de reparación que no sea la indemnización dineraria. Ya vimos que en un 

plano meramente teórico, esta situación sería muy difícil. Sin embargo, en la práctica, 

pueden surgir soluciones alternativas con las cuales el autor pueda estar de acuerdo, como 

por ejemplo la disculpa pública por la infracción, la destrucción de los bienes infkactores o 

la venta del Derecho de autor (en casos en donde el infractor ofrezca comprar el derecho 

para poder explotarlo a su antojo). Todas estas soluciones no implican indemnización 

dineraria en sí, pero de alguna manera implican un beneficio patrimonial para el titular del 

derecho de autor, quien con dichas conductas ve favorecido su derecho y a la vez "castiga" 

al responsable por el daño que ha sufrido. 

Un criterio preponderante para dilucidar cualquier disputa surgida en materia de 

Propiedad Intelectual es el concepto de titular del derecho. Tan importante es este criterio 

que de él depende la posibilidad de reclamar en cualquier vía la reparación de la infracción 

sobre el Derecho de Autor. Es lo que se conoce en el proceso civil como la legitimación 

activa, la situación que permite al actor el presentar una demanda contra una persona que 

cree ha violentado alguno de sus derechos. En materia de propiedad intelectual, la 

titularidad de un derecho debería demostrase siempre con su inscripción en el Registro de la 

Propiedad Industrial, situación que brindaría seguridad jurídica y facilitaría enormemente la 

labor de los tribunales de Justicia. Sin embargo, y a pesar de que la OMPI ha dejado claro 

que " según el Convenio de Berna para la protección de obras artísticas y literarias, la 

protección es automática, no siendo necesario el cumplimiento de ninguna formalidad en 

los paises Miembros del Convenio, por lo que, la OMPI no ofrece ningún tipo de registro 



internacional de derecho de autor" 16, siempre se ha dejado abierta la posibilidad de la 

existencia de los registros nacionales de cualquier derecho objeto de propiedad intelectual, 

aunque los mismos no han sido bien publicitados y en nuestro país únicamente el registro 

de marcas industriales cumple a cabalidad con tal función. Otros registros como el de 

marcas de ganado o el propio registro de la propiedad industrial no han logrado alcanzar 

ese nivel de preponderancia en la actividad mercantil ya que su importancia ha sido 

relegada a un segundo plano, situación que se ejemplifica claramente en el número de 

registros con que ambas dependencias cuentan. 

El Registro de marcas industriales, mismo que incluye a los nombres comerciales, 

se ha convertido en una herramienta preponderante para el ejercicio del comercio en 

nuestro país. Esta situación se debe a que es uno de los únicos registros necesarios para una 

actividad con constante movimiento, y de la cual se generan gran cantidad de ingresos para 

sus propietarios. A esta situación la ha ayudado también el hecho de que el capitalismo ha 

invadido de manera decidida nuestro país y que su influencia consumista hace que las 

marcas sean uno de los principales signos distintivos de las mercaderías, por lo que es 

necesaria su protección para asegurar su exclusividad. Asimismo, los nombres comerciales 

siguen un mismo patrón a las marcas y cumplen una función de identificación para los 

productos o establecimientos encargados de venderlos, lo que permite inclusive diseñar 

estrategias de mercadeo alrededor de ellos. 



Vemos entonces que el resarcimiento dentro de la Propiedad Intelectual 

generalmente tiende a la indemnización dineraria por la infracción cometida. Sin embargo, 

esto no implica que sea la única forma de reparación posible, ya que en la práctica pueden 

idearse gran cantidad de soluciones alternativas, las cuales, a propósito del auge de la 

resolución alternativa de conflictos, pueden hasta beneficiar al titular del derecho y evitarle 

la tediosa espera de un proceso judicial. 

Sin embargo, aun sobrevive la duda acerca de la viabilidad y justicia de tales 

procedimientos, si tomarnos en cuenta que la mayor parte de las personas no tienen noción 

o idea de la posibilidad de la resolución alterna de conflictos. 

Además, también es importante recalcar que debido a la ineficacia de nuestro 

sistema judicial, generalmente, las personas que se deciden a entablar una demanda 

judicial, lo hacen con la plena conciencia de los alcances tanto en materia económica como 

de tiempo que dicho esfuerzo implica. Es por ello que es realmente importante el esfuerzo 

plasmado en la Ley de Procedimientos de Observancia Intelectual, por cuanto establece un 

procedimiento sumario para lidiar con este tipo de acciones judiciales, reduciendo plazos y 

haciendo que la resolución de este tipo de procesos sea mucho más rápida que en otros 

tiempos, cuando dichas infracciones debían ser reclamadas en vía ordinaria. Esta situación, 

además de favorecer los intereses y derechos de los propietarios de obras protegidas, 

también ayuda a crear un sentimiento de credibilidad y justicia dentro de este tema, que 

produce efectos positivos en cuanto a la inversión extranjera se refiere. 



La sociedad costarricense debe comprender que los derechos de propiedad 

intelectual cada vez toman mayor importancia a nivel mundial y que por lo tanto su 

protección efectiva, garantiza un apoyo y beneplácito de empresas extranjeras que pueden 

ser fuentes de empleo para muchas personas, con el consecuente,beneficio que ello traería 

para la economía del país. No es de extrañar que empresas líderes a nivel mundial, como 

Microsoft, sean las encargadas de liberar fieras batallas contra aquellas personas que, 

aprovechándose de las facilidad para infringir los derechos de autor en esta clase de 

productos, trafican a diestra y siniestra con los productos de dicha empresa, generándole así 

pérdidas excesivas en sus ganancias y creando una cultura de piratería a lo largo del mundo. 

Es por ello que sistemas judiciales eficientes en la protección de este tipo de 

derechos son preponderantes para que los países sean considerados como posibles destinos 

de fábricas o establecimientos subsidiarios de estas empresas. La protección efectiva a la 

Propiedad Intelectual debe formar parte de la agenda de cualquier país, máxime si se 

encuentra adscrito a la OMC. Nuestro país ha hecho esfuerzos interesantes en este aspecto, 

y dentro de ellos la Ley de Procedimientos de Observancia Intelectual es el más 

representativo de ellos. Aunque no contaba con mucho apoyo de algunos legisladores en la 

Asamblea Legislativa, sus impulsadores, los diputados Belisario Solano y Frantz Acosta, 

siempre hicieron ver la necesidad de este tipo de legislación en el país y los grandes 

beneficios que traería la misma. Inclusive, tomaron como base las disposiciones más 

representativas de la Organización Mundial de Comercio y las convirtieron en normas, 

agregándole el aspecto de novedad y vanguardia a la legislación. 



La labor fue muy importante por cuanto le permitieron al país contar con legislación 

avanzada en este tema, aunque como analizaremos posteriormente, los esfuerzos deben ser 

complementados con inversiones importantes en algunas instituciones y dentro del mismo 

Poder Judicial, para que se pueda contar con un sistema judicial actualizado, preparado y 

expedito en la resolución de estos casos. 

SECCIÓN III: APLICACION DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL DENTRO DE 

LA PROPIEDAD INTELECTUAL EN LAS DIVERSAS RAMAS DEL DERECHO 

La Propiedad Intelectual trasciende a diversas ramas del Derecho y no se mantiene 

únicamente en el Derecho Civil, en donde se mueve generalmente. Esta situación se 

exvlica en el hecho de que la propiedad intelectual (a través de las ideas y su aplicación) se 

encuentra inrnersa en casi cualquier actividad del ser humano. Es por ello que sus 

manifestaciones pueden encontrarse en casi todas las ramas del derecho ya que el valor de 

las ideas trae consigo la creación de productos, procedimientos, y un sinnúmero de 

actividades propensas de protección por la propiedad Intelectual. 

Sin embargo, no podemos dejar de lado que la Propiedad Intelectual se manifiesta 

con mayor fuerza en el Derecho Comercial a través de figuras como las marcas 

comerciales, los nombres comerciales, el Derecho de Llave y muchas otras que hacen de la 

propiedad intelectual uno de los actores más importantes en la vida comercial de las 

personas. La propia Organización Mundial de la Propiedad Intelectual considera esta 

prioridad al establecer: 



"En el marco de una economía que cada vez más se basa en los conocimientos, la 
propiedad intelectual es un factor clave en las decisiones que se toman cotidianamente en 
las empresas. Prácticamente todos los días aparecen en el mercado nuevos productos, 
marcas y dibujos y modelos creativos que son el resultado de una innovacibn y creatividad 
continuas. Las pequeñas y medianas empresas, suelen ser la fuerza motriz que impulsa 
dichas innovaciones. No obstante, no siempre se explota plenamente su capacidad 
innovadora y creativa ya que muchas de estas empresas no conocen el sistema de la 
propiedad intelectual ni la protección que éste puede dar a sus invenciones, marcas y 
dibujos y modelos industriales. "" 

Como lo habíamos mencionado, la estructura comercial de la sociedad actual hace 

que la propiedad intelectual adquiera una importancia aun mayor. Todas las figuras que 

mencionamos anteriormente forman parte del eje global que una empresa busca completar 

para tener un negocio exitoso. No nos. imaginamos que la franquicia Mc Donald's no 

protegiera su tan particular signo de la " M ,  el nombre de sus hamburguesas o su nombre 

comercial, en todos los países en donde se ubique, ya que éstas forman parte integral de su 

reconocimiento a nivel mundial. Ejemplos como estos hay muchos y son muestra clara de 

que la propiedad intelectual se encuentra asentada en el ámbito comercial como en ninguna 

otra rama del derecho. 

"Si una buena invención o creación no dispone de protección, la harán suya los 
competidores más fuertes que estén en condiciones de comercializar el producto o servicio 
a un precio más bajo sin tener que compensar financieramente al verdadero inventor o 
creador. Otorgar una protección adecuada a la propiedad intelectual de una empresa 
constituye un paso decisivo ya que ello contribuye a evitar que se cometan infracciones y a 
convertir las ideas en activos comerciales con un verdadero valor de mercado. El pleno 
aprovechamiento del sistema de la propiedad intelectual permite a las empresas 
beneficiarse de su capacidad innovadora y su creatividad, lo que a su vez fomenta la 
innovación. ~ f 1 8  

" h~://www.wipo.org/about-ip/es/index.html?wipo~content~fiame=/about-ip/es/cop~ght.h~ 
'* Idem 



Es clara la necesidad de contar entonces con mecanismos que se asemejen o por lo 

menos contemplen estas disposiciones de la OMPI, por cuanto el giro comercial que ha 

tomado la política exterior a raíz del fenómeno de la globalización, debe ser un eje 

preponderante para la toma de decisiones en lo que respecta a legislación en el país, y qué 

aspecto más importante que el hecho del resarcimiento y la adecuada protección a los 

derechos de propiedad intelectual. 

La responsabilidad civil es la misma en cualquier materia o rama del derecho en la 

que nos movamos. Sin embargo, lo que varía es la posibilidad de ejercerla y las formas por 

las cuales se puede ejercer. No es lo mismo encontramos en la vía penal y reclamar daños 

y perjuicios a través de una acción civil resarcitoria, que encontrarse en un procedimiento 

administrativo y tener la misma pretensión. Es por ello que la responsabilidad civil no se 

manifiesta de la misma forma en ambas ramas, lo que puede inclusive hacer variar los 

criterios de reparación, entre los cuales se puede encontrar el monto o la gravedad de la 

infracción. Por ejemplo, si en sede penal se demostrara que se cometió algún delito 

relacionado con la propiedad intelectual (contenidos en el Capítulo V de la Ley de 

Procedimientos de Observancia de la Propiedad Intelectual), esto no implica que ahí mismo 

se determinará la responsabilidad civil que dicha conducta acarrea ya que para ello hacen 

falta varios requisitos como por ejemplo serían la presentación de una acción civil 

resarcitoria, la existencia de algún medio idóneo para demostrar la cantidad de dinero 

dejada de percibir con el delito ó el daño causado y la indemnización por daños y perjuicios 

que pudiera corresponder según el caso concreto. 



Por otro lado, si se conociera en sede administrativa de un caso que involucre una 

acción tomada de oficio por la Administración Pública, que se demostrara equivocada y 

merecedora de la cancelación de daños y perjuicios, esta pretensión se ventilaría en sede 

contencioso administrativa con las respectivas consecuencias que esto acarrearía, dentro de 

las cuales la que salta a la vista a primera instancia es la vida promedio de un caso de este 

tipo. 

Sin embargo, la reparación civil ha cedido protagonismo y eficacia ante otras 

muestras de responsabilidad como la penal. Este fenómeno no tiene una explicación 

certera, pero es palpable en la vida judicial. Parece ser que las personas encuentran mayor 

satisfacción u oportunidad de reparación en sede penal, ya que en comparación con la 

reparación civil, la responsabilidad penal es más expedita, intimidante y pública. Esta 

situación se ejemplifica claramente en los fraudes de simulación o estafas, en donde una 

persona pierde su propiedad, ya que en sede penal - y según jurisprudencia reiterativa de la 

Sala Tercera en ese aspecto- la persona afectada recupera su propiedad y a la vez conmina a 

la persona infractora al pago de daños y perjuicios y a la pena privativa de libertad. 

Por otro lado, en sede civil, la persona afectada además de no recuperar su 

propiedad- si ésta fue traspasada a un tercero de buena fe- no se asegura al menos recuperar 

su haber patrimonial a través de la figura de daños y perjuicios porque, como ya lo 

mencionamos anteriormente, si el infractor no posee patrimonio embargable no es posible 

ejecutar cualquier condena en dicho sentido. 



Por ello no es de extrañar que sean muy pocos los procesos civiles que se presentan 

ante infracciones de propiedad intelectual y que sí tengan gran auge las denuncias penales 

en tal sentido. Cabe sin embargo aclarar, que este fenómeno puede explicarse en políticas 

aplicadas sistemáticamente por la clase gobernante costarricense que han exaltado la 

justicia penal, dándole mayores recursos y cobertura publicitaria, dejando de lado al 

procedimiento civil e inclusive atacándolo algunas veces sin proponer soluciones concretas 

y reales para los problemas. 

Ante este panorama cabe preguntarse:¿ Cuál es la función que cumplen actualmente 

los procesos civiles en materia de propiedad Intelectual?. Los procesos civiles actualmente 

cumplen una función importante de prevención para las infracciones en esta materia. Las 

posibilidades que introdujo la Ley de Procedimientos de Observancia en la Propiedad 

Intelectual de solicitar embargos preventivos o medidas cautelares, especialmente en 

frontera, que permitan inmovilizar productos que infiinjan los derechos de propiedad 

intelectual de determinada persona, son muy importantes, máxime si tomamos en cuenta 

que facilitan el control y permiten un nuevo mecanismo para que los propietarios de 

derechos de propiedad intelectual protejan sus derechos. Sin embargo, cabe resaltar que la 

mayor parte de infracciones conocidas dentro de esta materia pueden ser denunciadas en 

sede penal, por lo que las personas prefieren siempre dicha sede por las razones expuestas 

anteriormente. 

La responsabilidad penal tiene la ventaja de afectar la libertad personal de los 

individuos, además de poder establecer también consecuencias patrimoniales para los 

infractores. Es claro que la continua desazón que invade a la sociedad costarricense por la 



ineficacia del sistema judicial, especialmente en cuanto a la celeridad de los procesos se 

refiere, se plasma de manera directa en los procesos civiles. Un ejemplo claro es la vida 

promedio de un proceso ordinario, vía que se utilizaba anteriormente para establecer 

procesos por infracciones a la propiedad intelectual, ya que la misma oscila entre los 4 y 6 

años. Si bien es cierto, en la propia vía penal se puede tardar hasta 3 años para llegar a una 

probable etapa de juicio, la mayor parte de personas considera esta espera como viable, 

mientras que la misma tolerancia no se le otorga a los procesos civiles. 

En este sentido es bastante importante el esfuerzo que se hace por lograr un 

consenso para poder promulgar el Código Procesal General, el cual, según su proyecto de 

redacción, vendría a reducir drásticamente algunos de los plazos más elevados que existen 

actualmente en el procedimiento civil, modificándolo para que sea más expedito. 

SECCIÓN IV: EL CONCEPTO DE DAÑO DENTRO DE LA PROPIEDAD 

INTELECTUAL 

El daño dentro de la propiedad intelectual tiene que ser analizado desde varias 

perspectivas. Primero que nada deben tomarse en cuenta los aspectos materiales de la 

conducta del supuesto infractor como son la distribución de programas de cómputo sin 

licencia, la venta de libros fotocopiados, la creación de determinado producto como 

novedoso utilizando procedimientos ya patentados, entre otras. En segundo lugar deben 

tomarse en cuenta los aspectos volitivos de tales conductas y por último la magnitud del 

perjuicio sufrido por el titular del derecho de Propiedad Intelectual violentado. El primer 



criterio nos muestra la conducta en sí, sin entrar a analizar las causales que motivaron a la 

misma, es decir, nos muestra únicamente la manera en que se manifiesta el daño al derecho 

del titular. 

Como hemos venido manifestando el daño puede darse en diferentes niveles y 

contra diferentes sujetos. Pensemos por ejemplo en que la infracción sea cometida sobre un 

producto del cual Únicamente se tenia licencia de distribuidor en el país. En este caso, tanto 

el distribuidor como el titular del derecho en su país de origen, tienen todo el derecho para 

ejercer la acción correspondiente por que ambos fueron dañados con la conducta del 

infractor. 

Asimismo, el daño se da en dos niveles diferentes ya que frente al distribuidor hay 

una lesión que se refiere a su derecho de exclusividad en la distribución del producto, 

mientras que fiente al titular del derecho existe un daño directo hacia el mismo. Hay que 

tomar en cuenta así mismo la cantidad y magnitud del daño ya que no es lo mismo vender 

una computadora con programas de software "pirateados" que 100 en esa misma situación. 

Esto no es solo por la diferencia en la ganancia económica que significó para el 

infractor sino que dicha situación demuestra un total irrespeto y desconocimiento hacia el 

derecho del titular. Este criterio cuantitativo tiene especial preponderancia en el tema que 

nos ocupa si pensamos además que forma parte de los criterios utilizados por el juzgador 

para emitir una decisión con relación a la indemnización final que debe otorgársele al titular 

del derecho por el daño infringido. 



Este tema fue uno de los puntos más discutidos por los señores diputados, tanto en 

las comisiones como en el Plenario, a la hora de redactar la ley que nos ocupa en esta 

Investigación, ya que muchos de ellos consideraban que la escala comercial dentro de la 

llamada piratería era un criterio preponderante para la aplicación o no de sanciones más 

fuertes para los infractores. 

También era de esperarse la posición contraria en ese sentido, especialmente 

promovida por los representantes de los diferentes grupos con injerencia o intereses 

vinculados con la Propiedad Intelectual, tales como el Museo Nacional, la Cámara de 

Compositores o las empresas distribuidoras de material informático, por cuanto ellos creían 

que cualquier tipo de explotación ilegal de material protegido intelectualmente debía ser 

castigada. Esta posición me parece un poco extrema, por cuanto debe existir un balance 

entre ambas situaciones. Es por ello que se llegó a la conclusión de que dicha imposición 

debía dejarse al albedrío del juez, quien debía ponderar cada caso en concreto y así llegar a 

la resolución más justa. 

Sin embargo, el artículo 41 de la Ley incluye un aspecto que merma dicha 

posibilidad y que otorga la posibilidad de aplicar criterios de insignificancia a determinadas 

conductas violatonas de Derechos de Propiedad Intelectual (D. 1. P). 

El daño dentro de la propiedad intelectual tiene características muy propias. Como 

la propiedad intelectual es en sí un bien intangible que se representa a través de objetos o 



procedimientos, el daño que se le produce no es visible. Lo Único que se aprecia es el 

producto de la infracción, ya sea que estemos hablando de productos creados bajo métodos 

patentados o la comercialización sin autorización de los mismos. 

Podemos establecer además que la infracción puede ser cometida de manera dolosa 

o culposa. En mi criterio, si nos apegamos estrictamente al principio de que no existe 

ignorancia ante la ley, podríamos obviar la posibilidad de una infracción culposa, por 

cuanto es obligación de las personas el cerciorarse de que el producto o procedimiento que 

se esté promoviendo, no se encuentren protegidos anteriormente por otra persona. 

Sin embargo, si atendemos a la realidad de la praxis jurídica, podemos decir que 

dicha situación no es del todo cierta y menos en la época actual en donde, se supone (es un 

anhelo), que todos los países miembros de la Organización Mundial del Comercio deben 

tener sistemas de control eficientes para que las personas no inscriban a su nombre bienes 

protegidos en otros países. 

CAPÍTULO III: LA REGULACI~N DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL DENTRO 

DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL 

Hemos destacado a lo largo de esta Investigación, como la responsabilidad civil, 

especialmente en nuestro país, ha ido cediendo terreno frente a la responsabilidad penal. 

No en vano el Ministerio Público ha tenido que redoblar esfuerzos para capacitar a los 



fiscales de manera que cuenten con los últimos conocimientos en esta materia, así como 

también se encuentren empapados con las formas y procedimientos de piratería 

especialmente en lo que a programas infomáticos se refiere, ya que las denuncias en este 

sentido han ido aumentando conforme el auge de la Propiedad Intelectual y los derechos de 

Autor ha ido calando en el país. Es entonces interesante analizar las implicaciones tanto 

teóricas como prácticas que implica la responsabilidad civil en esta materia y como las 

mismas pueden o no ser aplicadas con base en la Legislación Costarricense. 

SECCIÓN 1: LA RESPONSABILIDAD CIVIL DENTRO DE LAS LEYES DE 

PROTECCIÓN A LA PROPIEDAD INTELECTUAL EN COSTA RICA 

La propiedad intelectual siempre ha tenido una importancia radical en el 

ordenamiento jurídico costarricense. Dicha preponderancia siempre ha estado ligada a la 

necesidad de contar con un sistema efectivo de protección a la propiedad intelectual para 

ligar un marco jurídico apropiado para la inversión extranjera. Otro factor importante es por 

supuesto el legado jurídico que dejó la influencia española en el país, ya que la producción 

literaria y en general intelectual de los españoles los obligó a contar siempre con 

mecanismos jurídicos para la defensa de este tipo de derechos. 

Desde la propia Constitución Política se encuentran las normas marco que regulan la 

propiedad intelectual en el país. El artículo 47 de dicho cuerpo legal establece que todo 

autor, inventor, productor o comerciante gozará temporalmente de la propiedad exclusiva 

de su derecho con arreglo a la ley. Siendo que nuestra Constitución Política tiene más de 



cincuenta años, no es de extrañar la ausencia de referencias a los avances tecnológicos y en 

específico a productos tan modernos como lo son los programas de computación. En este 

punto cabe resaltar, como lo hemos mencionado anteriormente, que la razón por la cual las 

normas relacionadas con la protección efectiva de la propiedad intelectual generalmente se 

asocian a la computación y el desarrollo tecnológico que ésta implica, es precisamente 

porque dicha rama es la que ha adquirido mayor preponderancia en la última década y es la 

que se ha visto más propensa a los abusos sobre los derechos de la propiedad intelectual. 

Por su parte el artículo 121 inc.18 de la Constitución Política, le establece la 

obligación a la Asamblea Legislativa de asegurarle a los autores e inventores la propiedad 

de sus obras e invenciones. En este aparte cabe resaltar que dicha función se ha cumplido a 

medias. Un ejemplo claro de dicha afirmación es la Ley de Procedimientos de Observancia 

en materia de propiedad intelectual, que plasma los acuerdos a los que se comprometió 

Costa Rica desde 1994, resultantes de la Ronda de Uruguay. Es decir, el país interiorizó las 

normas aplicables a 1994 hasta el año 2000 cuando fue aprobada esta ley. Por supuesto este 

fenómeno no es exclusivamente de esta materia y se ha convertido en un mal que propicia 

el subdesarrollo y el descontento popular. 

Hasta la promulgación de la Ley de Derechos de Autor y Derechos Conexos a 

finales de 1982, las regulaciones sobre la propiedad intelectual estaban dispersas en los 

diferentes cuerpos normativos que regulaban materias como el derecho civil, penal y 

administrativo. Es decir, no es sino hasta hace 20 años que se especializa la regulación 

sobre la propiedad intelectual en Costa Rica, ya que hasta esa fecha la Asamblea 



Legislativa se limitó a refrendar los instrumentos internacionales a los cuales se adhirió el 

país, por lo que no se contaba con un marco jurídico adecuado y mucho menos con 

herramientas para hacerle frente a los abusos en esta materia. 

Costa Rica siempre se ha caracterizado por su atraso en materias que son de vital 

importancia para los indicadores de desarrollo de cada país. La Propiedad Intelectual es un 

claro ejemplo de esta problemática. 

Mientras en otras partes del mundo se discutía acerca de los circuitos integrados, los 

antiguos programas de computación y la más avanzada tecnología, el país ni siquiera había 

formalizado las normas más esenciales que regulaban situaciones tan elementales como la 

propiedad de obras literarias o artísticas. 

El Registro de la Propiedad Industrial, creado al amparo de esta legislación nunca 

contó con las herramientas ni los recursos suficientes como para crear preponderancia entre 

la sociedad costarricense. Lamentablemente, esta situación lejos de corregirse con el 

tiempo se ha magnificado, siendo que en varios ámbitos como la ingeniería, la arquitectura 

y la propia ciencia, no se ha interiorizado esa necesidad de contar con la inscripción del 

Derecho de Propiedad Intelectual, sin considerársele como una prioridad y solo algunas 

veces se le toma en cuenta. No es de extrañar que a la fecha, muy poca gente conozca de la 

existencia de este Registro, lo que es palpable con solo llegar a sus oficinas ubicadas en el 

tercer piso de las instalaciones del Registro Nacional en Zapote. 



La falta de cultura dentro de la población para proteger este tipo de derechos hace 

que la labor de reparación se vuelva aun más complicada. No basta tener que lidiar con el 

lento y entrabado sistema judicial costarricense, sino que a la vez la labor de demostración 

de la titularidad de la propiedad intelectual sobre determinado bien tampoco se puede hacer 

efectiva utilizando el Registro encargado para tal fin. Por ende, su impacto ha sido 

muchísimo menor que el que ha tenido por ejemplo el Registro de Marcas Comerciales, que 

se ha convertido en una herramienta preponderante para los comerciantes y de revisión 

obligatoria para las empresas en su labor de mercadeo y difusión. 

Como la materia de la propiedad Intelectual ha sido tema de debate desde hace dos 

siglos, no es de extrañar que el Derecho Comparado no sea otro que las disposiciones que 

la OMPI ha dictado en esta materia, las cuales cada país miembro se encarga de internalizar 

a su manera. Sin duda alguna, el auge del comercio y la globalización económica han 

hecho que las disposiciones que se tomen se hagan para crear normas marco que puedan ser 

aplicadas en la mayoría de los países miembros. El desarrollo de las empresas ha sido 

fundamental para que dichas normas sigan determinado patrón, hasta convertirlas en 

normas aplicables en cualquiera de los países miembros, situación completamente necesaria 

para la economía actual. 

En efecto "muchos productos o servicios nuevos contienen distintos tipos de propiedad 

intelectual. Las empresas con visión de futuro tiene que hacer frente al reto de extraer el 

valor latente de su propiedad intelectual y utilizarlo eficazmente en su estrategia comercial. 



Las empresas que dedican tiempo y recursos a la protección de sus activos de propiedad 

intelectual pueden aumentar su competitividad de distintas maneras. En efecto, la 

protección de la propiedad intelectual les ayuda a: 

impedir que los competidores copien o imiten los productos o servicios de una 

empresa; 

evitar inversiones antieconómicas en actividades de investigación y desarrollo y de 

comercialización; 

crear una identidad como empresa constituida en sociedad de capital gracias a una 

estrategia basada en marcas registradas; 

negociar licencias, franquicias u otros acuerdos contractuales basados en propiedad 

intelectual; 

aumentar el valor comercial de la empresa; 

adquirir capital de riesgo y mejorar el acceso a fuentes de financiamiento; y 

introducirse en nuevos  mercado^."'^ 

Es claro entonces que, al hablar de Derecho Comparado, debemos centrarnos en las 

disposiciones contenidas dentro de la OMPI, por cuanto las normas que cada país posee, 

son una internalización de los Tratados Internacionales y Convenios suscritos por los países 

miembros. Sin embargo, como sucede en el caso de Costa Rica, la deficiente labor 

legislativa de varios países hace que las normas dictadas internacionalmente sean 

plasmadas en legislaciones nacionales hasta muchos años después, situación que 

compromete su viabilidad y pone en peligro su aplicabilidad práctica, por cuanto 



internacionalmente es imposible establecer todas las cualidades específicas que se requieren 

para la ejecutabilidad de dichas disposiciones. 

Otro aspecto importante que ha destacado en la función de la OMPI ha sido su 

constante preocupación por la solución de los conflictos que se puedan presentar en esta 

materia. Sobre la base de las circunstancias específicas de cada controversia, como la 

nacionalidad de las partes, la OMPI designa a un "árbitro", "mediador" o experto (de una 

lista de cerca de 200 profesionales independientes facultados a tomar decisiones en ese tipo 

de casos) a fin de examinar la controversia y de tomar una decisión. Una y otra parte en la 

controversia tienen la facultad de designar a uno o tres expertos para que se ocupen del 

caso. 

Antes de ocuparse de un caso, los expertos deben confirmar a la OMPI que no existe 

ningún conflicto potencial de intereses y deben hacer una declaración por escrito en la que 

expongan cualquier circunstancia que deba tenerse en cuenta antes de su designación. En 

caso de que una de las partes implicada en la controversia tenga una objeción específica en 

relación con la designación de un experto, la OMPI examinará la posibilidad de un 

reemplazo. Los expertos toman como base varios aspectos básicos: 

El hecho de que el nombre de dominio sea idéntico o similar al punto de crear 

confusión a una marca de fábrica o de servicio respecto de la cual tenga derechos el 

demandante. 



El hecho de que el demandado tenga cualquier derecho o interés legitimo respecto 

del nombre de dominio (por ejemplo, la oferta legítima de bienes y servicios 

utilizando el mismo nombre). 

El hecho de que el nombre de dominio haya sido registrado y usado de mala fe. 

En el marco de su servicio de solución de controversias, la OMPI cuenta con expertos 

altamente cualificados e imparciales y ofrece procedimientos administrativos completos y 

rápidos en los que la tónica es la imparcialidad y la credibilidad. 

El mecanismo de solución de controversias de la OMPI es una alternativa mucho más 

rápida que la vía judicial tradicional. Los casos relacionados con los nombres de dominio 

que se presentan a la OMPI suelen resolverse en menos de dos meses, recurriendo a 

procedimientos en línea, a diferencia de los procedimientos contenciosos, que pueden ser 

mucho más largos. 

Las tasas son también mucho menores que las que se aplican en los procedimientos 

contenciosos tradicionales. No se realizan vistas con asistencia de las partes, salvo en casos 

extraordinarios. Los requisitos mínimos de presentación que se exigen contribuyen también 

a reducir los costos. Para la solución de un caso relacionado con uno a cinco nombres de 

dominio y con intervención de un solo experto, los costos se elevan a 1.500 dólares de los 

EE.UU.; si intervienen tres expertos, el costo total sena de 3.000 dólares de los EE.UU. Si 

el caso está relacionado con seis a diez nombres de dominio, el costo será de 2.000 dólares 



de los EE.UU. si sólo interviene un experto y de 4.000 dólares de los EE.UU. si intervienen 

tres expertos. 

Los casos relativos a los nombres de dominio se resuelven mediante la cancelación o la 

cesión del nombre de dominio o el rechazo de la demanda (es decir, se rechaza la demanda 

y el demandado conserva el nombre de dominio). Entre los casos que han estado en el 

punto de mira de los medios de información cabe destacar los relativos a los nombres de 

dominio juliaroberts.com y jimihendrix.com, que se solucionaron con la cesión de dichos 

nombres de dominio a esas personalidades o a sus familias. Por otro lado, una demanda en 

relación con el nombre de dominio sting.com, interpuesta por el cantante Sting, fue 

rechazada por una serie de razones, en particular, el hecho de que el titular del nombre de 

dominio era conocido también por el mismo apodo así como el hecho de considerar que ese 

nombre es una palabra común en inglés y no constituye necesariamente una marca 

exclusiva. 

En la Política Uniforme de Solución de Controversias en materia de Nombres de 

Dominio no se prevé compensación económica ni mandamientos judiciales en las 

controversias relativas a los nombres de dominio. Las autoridades acreditadas de registro de 

nombres de dominio, que hayan accedido a atenerse a la Política Uniforme, deben dar 

seguimiento a la decisión que se tome tras un periodo de diez días, a menos que dicha 

decisión sea objeto de apelación. 

Las resoluciones que dicta la OMPI son vinculantes en la medida en que las zutoridades 

acreditadas de registro tienen la obligación de tomar las medidas necesarias para dar 

seguimiento a la decisión adoptada, como la cesión del nombre de dominio en cuestión. 



Ahora bien, en virtud de la Política Uniforme, todas las partes tienen la posibilidad de 

someter la controversia ante el tribunal de una jurisdicción competente. 

SECCIÓN 111: FORTALEZAS Y DEFICIENCIAS DE LA REGULACIÓN 

COSTARRICENSE 

La legislación costarricense en materia de propiedad intelectual nunca ha alcanzado 

un buen nivel. Problemas tales como la lentitud en la aprobación de las leyes, normas 

discordantes con la realidad de los hechos y falta de voluntad política, han hecho que la 

Propiedad Intelectual nunca haya sido un punto de referencia como legislación adecuada, 

dentro de la normativa nacional. 

El problema puede enfocarse desde innumerables puntos de vista, porque el país no 

puede pretender compararse con otros países con un grado de desarrollo superior, lo que les 

faculta la posibilidad o necesidad real de contar con una normativa punta en este aspecto. 

Sin embargo, no podemos dejar de lado que el grado de subdesarrollo del país es 

uno de los principales indicadores a los que se puede atribuir la desactualización de nuestra 

normativa en este aspecto. 

En efecto, aunque sea duro de admitir, el país tiene muchos otros frentes o 

necesidades primordiales que debe atender, antes de pensar en tener una legislación acorde 

con la realidad económica del mundo actual en materia de propiedad intelectual. Dichos 



problemas (deuda interna y externa, desempleo, seguridad ciudadana, corrupción, entre 

otros) causan que el eje de atención del Estado gire en tomo a los mismos, dejando de lado 

aspectos que, como el de la Propiedad Intelectual, se encuentran muy en boga en el mundo 

desarrollado, pero que no son preponderantes para los países que como Costa Rica, deben 

de preocuparse por otro tipo de situaciones. 

Ahora bien, esto no significa que el país pueda utilizar esta situación como excusa 

para contar con una legislación nacional pobre en esta materia, ya que además de los 

problemas y la realidad que vive el país, es cada vez más necesario y exigido por la 

comunidad internacional contar con una legislación acorde con las decisiones tomadas en 

bloque, dentro de las cuales las más representativas son las tomadas por la Organización 

Mundial del Comercio, organización a la cual se encuentra adscrita la OMPI. 

Podemos sin embargo establecer entre las fortalezas con que cuenta la legislación 

costarricense: la pertenencia a la OMPI, leyes especializadas sobre varias formas de 

propiedad intelectual, ley especializada en procedimientos para esta materia y más 

recientemente la preocupación por contar con una legislación que regule el fenómeno de 

Internet y sus derivados. 

Aunque algunas de las situaciones comentadas anteriormente puedan considerarse 

como lógicas y hasta cierto punto obvias, el hecho es que las mismas le otorgan a Costa 

Rica la posibilidad de contar con legislación en la materia, la cual puede ser utilizada por 

los titulares de derechos de propiedad intelectual para proteger sus derechos. La 



pertenencia a la OMPI debe ser rescatada por cuanto muchos países en la actualidad no 

pertenecen a esta Organización y con ello pierden la posibilidad de actualizarse 

constantemente en esta matena y dejan una muy mala imagen a nivel internacional frente a 

la inversión extranjera. 

Por otro lado, el hecho de que el país cuente con legislaciones especiales en 

materias como circuitos integrados y marcas y signos distintivos, es una muestra importante 

de la preocupación por darle a la propiedad intelectual la protección necesaria para que sus 

titulares puedan combatir las infracciones de las que sus derechos son objeto. La 

especialidad de las legislaciones es un aspecto muy positivo por cuanto los titulares cuentan 

con normas especificas relacionadas con los objetos de protección, y no con normas marco 

que lo único que hacen es establecer las normas generales que pueden presentar lagunas en 

determinadas circunstancias o especialidades. 

Cabe resaltar también que el país muestra grandes señas de preocupación en materia 

de propiedad intelectual al encontrarse dentro de los países que han suscrito recientemente 

el Tratado de la OMPI referente a la regulación, en matena de propiedad intelectual, de 

Internet. En ese sentido, cabe reconocer el esfuerzo del Estado por contar con una 

legislación en esta materia, ya que por el momento la carencia de una legislación 

especializada en la materia ha creado ciertas lagunas en la protección de los derechos de 

propiedad intelectual. 



SECCIÓN IV: ELEMENTOS Y CARACTEI~STICAS PROPIAS DE LA 

RESPONSABILIDAD CIVIL DENTRO DE LA PROPIEFDAD INTELECTUAL 

La responsabilidad civil debe analizarse con sumo cuidado en esta materia. Ya nos 

hemos referido hasta la saciedad de que las características propias que determinan a la 

propiedad intelectual, hacen que todos sus componentes deban ajustarse a las mismas, 

creando con ello un régimen distinto al aplicado en otras materias. 

Por un lado podemos mencionar la relativa facilidad con que se pueden realizar 

infracciones en esta materia. En efecto, la propiedad intelectual tiene la desventaja de 

constituir un bien inmaterial del que nadie tiene posesión fisica. Es por ello que las 

infracciones cometidas a este nivel tienden a ser mucb  más fáciles que en otras materias 

como por ejemplo en los derechos reales o las relaciones contractuales. 

El avance de la tecnología así como el gran valor agregado que recibe la propiedad 

intelectual en estos tiempos, han hecho que los derechos objeto de este tipo de protección 

sean violentados en una proporción desmedida. La llamada "piratería" informática ha 

hecho que las empresas ligadas a la tecnología hayan tenido que desarrollar modernos 

programas de seguridad para los productos que venden sin que hasta la fecha hayan tenido 

mayor suceso. Es más. Las empresas líderes en estos ámbitos han optado por contratar a 

estos "piratas" (hackers por su denominación en inglés) para que diseñen sus programas de 



seguridad para los diferentes productos que comercializan, en un desesperado intento por 

proteger sus derechos intelectuales. 

Uno de los casos más recientes se dio con el programa XP lanzado por la empresa 

Microsoft, quien aseguró que dicho programa tenía varios dispositivos de seguridad que 

impedían su copia o reutilización en más de un computador. Sin embargo, dicho programa 

tenía en el mercado poco menos de dos meses y ya circulaban las versiones no autorizadas 

del programa que eran vendidas o hasta regaladas en diferentes lugares o "sites" en la 

Internet. 

Vemos entonces como, la responsabilidad civil juega un papel preponderante en esta 

materia, porque ante la facilidad con que se cometen las infracciones debe existir una 

adecuada forma de responsabilizar a los autores de las mismas, para que respondan de 

manera adecuada y eficaz ante los titulares de los derechos de propiedad intelectual. Para 

ello, existen diversas maneras de coerción, dentro de las que es reconocida como de las 

más efectivas la imposición de multas y sanciones onerosas para aquellas personas que 

incurran en este tipo de delitos. Sin embargo, dichas normas no son del todo eficientes, 

porque como lo hemos explicado a lo largo de esta Investigación, el embargo al patrimonio 

del infractor parte de la premisa de que dicho patrimonio cuente con los bienes necesarios 

para hacerle frente a dichas multas o sanciones. El problema radica en que, la mayoría de 

las veces dichos infractores no cuentan con los medios económicos suficientes para hacerle 

frente a dichas sanciones, por lo que es necesario la entrada de sanciones en diversos 

ámbitos como el penal para que de alguna forma se resarza el daño causado. 



Es por ello que la legislación costarricense debe buscar por todos los medios evitar 

este tipo de problemas y enfocarse a las situaciones en donde sea más plausible de aplicar la 

responsabilidad civil, buscando eliminar la mayor cantidad de trabas posibles para que 

dichos procedimientos se realicen de manera expedita y justa, tanto para las víctimas como 

para los infractores. Dentro de estas situaciones se encuentran: la unificación de criterios 

de reparación, facilitar las posibilidades de embargo o garantías dentro del eventual proceso 

(para no hacer ilusorio el derecho de la parte afectada), crear mecanismos legales expeditos 

como procesos sumarios o plazos reducidos, entre muchas otras que pueden ayudar a una 

mayor facilidad en la resolución de este tipo de procesos. 

En este sentido la Ley de Procedimientos de Observancia de los Derechos de 

Propiedad Intelectual introduce una serie de reformas que tienden precisamente a 

incorporar dentro del Ordenamiento Jurídico Costarricense esa clase de medidas, tan 

necesarias en nuestro sistema legal. 

Como mencionamos anteriormente, el enfoque sobre responsabilidad civil en esta 

materia debe cambiarse y dirigirse hacia las personas que de alguna u otra forma no solo 

pueden resarcir de manera adecuada las infracciones que cometen en materia de derechos 

de propiedad intelectual, sino que además lucran con esta actividad, haciendo mella en el 

patrimonio de las personas que se ven afectadas con esas actividades. 

El ejemplo más claro que se puede ofrecer en este sentido es el de las personas, 

fisicas o jurídicas, que se encargan de vender computadoras y ofrecen como parte de sus 



paquetes los programas como Office, Staroffice, y muchos otros, sin cobrar la licencia 

original que la empresa Microsoft, o cualquier otra empresa en este ámbito, establece para 

los mismos. Es aquí donde la legislación tiene que ser depurada para aceptar diversas 

figuras como allanamientos, embargos, pruebas anticipadas en el lugar de los hechos, entre 

otras, que faculten al titular del derecho de propiedad intelectual para probar esa clase de 

infracciones sobre sus derechos. Estas facultades incluyen por supuesto la admisión de 

nuevos documentos probatorios como grabaciones, declaraciones juradas y hasta actas 

notariales en donde se pongan en evidencia dichas conductas y se tengan las mismas como 

probadas. La legislación debe modernizarse para estar adecuada a la realidad por lo que la 

Administración de Justicia también debe actualizarse para que las personas que juzgan y 

estudian estos casos, tengan los conocimientos necesarios que les permitan llegar a 

conclusiones acertadas y por ende a resoluciones justas y razonadas en la materia. 

Cabe resaltar que, este debe ser un motivo de preocupación constante para todos los 

países del mundo, por cuanto, como lo hemos mencionado insistentemente a lo largo de la 

presente Investigación, las posibilidades de contar con el beneplácito de los diferentes 

sectores de la inversión extranjera, dependen mucho de los esfuerzos que haga el país en 

diferentes ámbitos, dentro de los cuales sobresale pos supuesto el marco legal con que 

cuenta el país para la protección de derechos, siendo la propiedad intelectual uno de los 

principales. 

Otro de los elementos que hacen especial la regulación de la responsabilidad civil 

dentro de la propiedad intelectual es la particularidad que tiene la indemnización por daños 



y perjuicios en la materia. Esta situación se explica en el hecho de que en esta materia los 

derechos protegidos son ideas y no productos u objetos físicos. La dificultad radica en 

estimar la importancia que una idea puede tener para una persona, es decir el famoso daño 

moral. 

No podemos olvidar que criterios como el lucro obtenido por el infractor, el lucro 

dejado de obtener y otros hacen referencia propiamente a la infracción en sí en términos 

patrimoniales. Pero además hay que considerar la magnitud y alcance que dicha infracción 

tuvo en la persona titular del derecho de propiedad intelectual, ya que al ser su idea, éste 

tiene todo el derecho de manejar el cuando?, cómo? y dónde? de su presentación a la 

sociedad. Estos derechos le pertenecen inherentemente desde la creación de la misma, por 

lo que cuantificarlos resulta algo complicado, más si tenemos en cuenta que es muy dificil 

cuantificar sentimientos de cualquier clase. 

En este sentido, la responsabilidad de lidiar con esta clase de problemas siempre se 

le ha dejado al juez, el cual utiliza criterios, de alguna manera uniformes, para crear el 

monto de indemnización correspondiente, tomando en cuenta tanto aspectos físicos como el 

valor de la idea comercialmente, el costo de su comercialización, entre otros; como 

inmateriales tales como el valor sentimental y la posibilidad de recuperación total que se 

tuvo sobre la idea. 



TITULO 11: ANÁLISIS DE LA LEY DE PROCEDIMIENTOS DE OBSERVANCIA 

DE LOS DERECHOS DE PROPIEDAD INTELECTUAL 

CAPÍTULO 1: IMPORTANCIA Y NOVEDADES QUE INTRODUCE ESTA LEY 

Toda legislación nueva que se aprueba en el país debe contener disposiciones 

novedosas que ayuden a la resolución de determinadas problemáticas presentadas en cada 

materia. La Ley de Procedimientos de Observancia de los derechos de Propiedad 

Intelectual cumple con ese requisito. Si bienes cierto contiene algunos elementos que se 

prestan a discusión, la mayoría de las normas contenidas en ella, pretenden establecer 

mecanismos de defensa a los derechos de propiedad intelectual novedosos y que son de 

suma importancia puesto que acercan al país a las legislaciones más avanzadas del mundo 

en esta materia. 

Una de las motivaciones esenciales que provocaron la promulgación de esta ley fue 

la necesidad de contar con una legislación moderna y apegada a las normas dictadas por la 

Organización Mundial del Comercio. 

Dentro de la legislación, una de las principales herramientas son las sanciones y 

controles establecidos para una correcta vigilancia y reparación de los daños causados en 

materia de Propiedad Intelectual. En este sentido, el país había recibido fuertes presiones 

de sectores tanto nacionales como internacionales que consideraban insuficiente la 



legislación existente con lo que se comprometían seriamente los intereses económicos y de 

desarrollo del país. Una de las advertencias más fuertes, se dio, paradójicamente después 

de promulgada esta ley, cuando la Oficina encargada de la Protección a la Propiedad 

Intelectual en los Estados Unidos, ubicó al país en clase amarilla, es decir con mecanismos 

rudimentarios y poco efectivos para el cumplimiento y protección de los derechos de 

propiedad intelectual. Hay que destacar en este punto la importancia de esas dos palabras 

resaltadas. El cumplimiento de las normas encargadas de la protección de la propiedad 

intelectual es piedra angular dentro de cualquier sistema que se considere conveniente y 

dispuesto a acabar con la piratería y el abuso a dichos derechos. Sin embargo, este es el 

punto esencial en donde fallaba la legislación costarricense ya que los mecanismos de 

reparación se encontraban completamente inutilizados e impedían contar con una sensación 

de seguridad en este tipo de derechos. 

Esta situación provocaba que las empresas transnacionales, que cuentan a ciertos 

derechos de propiedad intelectual (marcas, nombres comerciales, patentes de invención) 

dentro de sus elementos preponderantes, se abstuvieran de invertir en el país, por cuanto no 

sentían que las leyes en Costa Rica tuvieran el suficiente efecto protector de sus derechos y 

los podían dejar al descubierto en situaciones necesarias para el buen fiincionamiento de su 

empresa. Esta ley no ha sido la pomada mágica que ha solucionado dichos problemas, sino 

que únicamente pone al país en una situación que debió estar mucho tiempo atrás, más 

concretamente desde 1994 cuando se firmaron los acuerdos que aprobaban el acta final de 

la Ronda de Uruguay en Marrakech, Marruecos. Sin embargo, estos esfuerzos deben 

complementarse con inversiones drásticas en el sistema judicial costarricense para que se 



convierta en un sistema ágil, rápido y acorde con las exigencias del mundo actual, lo que 

implica un estímulo en varios ámbitos como la profesionalización, la promoción de la 

solución alternativa de conflictos, la supresión de la impunidad, entre otros. 

En sí, esta ley introduce ciertos elementos importantes que vale la pena reseñar: 

A) Medidas en frontera: El espíritu de estas regulaciones tiene como objeto, 

acercarse a legislaciones más avanzadas en donde los registros y los puestos fronterizos son 

bastante modernos y avanzados, por lo que cuentan con las más alta tecnología para 

detectar este tipo de situaciones. 

En Costa Rica por el contrario, tenemos un sistema de migración y puestos 

fronterizos de deficiente a prácticamente inexistente, con lo que la aplicación de medidas en 

las aduanas resulta prácticamente innecesaria. La cultura de la corrupción y la 

desorganización son pan de cada día en estos lugares en donde nunca se sabe que esperar y 

más bien las veces en donde el sistema funciona a la perfección son las menos. 

En este marco, las regulaciones establecidas son un mero "deber ser" para las 

personas que deben aplicarlas, ya que en algunas ocasiones no cuentan siquiera con los 

medios mínimos para una adecuada labor. Cabe resaltar además que esta norma implica de 

por sí un supuesto un poco extraño, ya que el propietario del derecho intelectual, debe 

conocer de antemano que los productos u otros que ingresan por la aduana menoscaban su 



derecho intelectual. Esto implica una de dos cosas: por un lado que el propietario del 

derecho intelectual se haya dado cuenta anteriormente que ciertos productos, 

quebrantadores de su derecho de propiedad intelectual, han ingresado al país ó; por otro 

lado que la violación sea tan flagrante y anunciada que tenga el suficiente tiempo de 

preparar tales diligencias. Según se desprende de la exposición de motivos de la presente 

ley en la Asamblea Legislativa, esta norma se incluyó pensando en tiempos futuros y 

básicamente para proteger a personas que, por su capacidad monetaria y relaciones 

internacionales, puedan tener conocimiento de este tipo de situaciones. 

b) Embargos Preventivos: La presente ley establece también la posibilidad de embargar 

mercancías falsificadas o ilegales. Esta situación faculta al titular de determinado derecho 

de propiedad intelectual a solicitar ante la autoridad competente dicha medida, la cual se 

ejecutará tres días después de haberse dado audiencia a la parte demandada. La importancia 

de estas disposiciones radica en la posibilidad innovadora de inmovilizar productos o 

mercancías que se supongan infrinjan derechos de propiedad intelectual. 

Es más, dichas medidas se pueden aplicar sin la debida audiencia a la parte afectada, 

lo que brinda una nueva gama de posibilidades para el titular del derecho, por el hecho de 

que puede evitar que los infractores abusen del derecho al momento que conocen del 

procedimiento establecido en su contra. Estas disposiciones son de aplicación inmediata, 

aunque como mencionamos anteriormente el deficiente sistema de aduanas costarricense 

no permite una adecuada puesta en práctica de estas normas. 



Por supuesto, la ley contiene también disposiciones favorables a las personas 

afectadas con las medidas cautelares, que demostraran ser inocentes posteriormente con el 

inconveniente de que la recuperación por daños y perjuicios deben hacerse en la vía 

correspondiente con las nefastas consecuencias que ello implica. Es decir, esta ley se 

excede un poco en este aspecto por cuanto el afán de proteger al titular del derecho 

menoscaba los intereses de los afectados por las medidas. 

SECCIÓN 11: ANÁLISIS COMPARATIVO CON LEGISLACIONES ANTERIORES 

La Ley de Procedimientos de Observancia en Materia de Propiedad Intelectual es 

una ley novedosa por cuanto organiza los procedimientos en esta materia, dentro de todas 

las especialidades reguladas en la legislación costarricense. En este sentido, su importancia 

radica precisamente en la armonización de procedimientos que hace, para que todas las 

formas de expresión de propiedad intelectual tengan formas de protección similar. 

Cabe resaltar que la legislación costarricense ha sufrido grandes transformaciones 

en los últimos años, por cuanto los legisladores de este período se han dado a la tarea de 

actualizar las legislaciones más antiguas (que datan de los inicios de la década de 1980) y 

además crear legislaciones especializadas sobre determinadas formas de expresión de 

propiedad intelectual como circuitos integrados, información no divulgada y patentes de 

invención. En este sentido, la Ley de Procedimientos ha venido a formar parte de este 

"paquete" en materia de propiedad intelectual (por cuanto todas las leyes nuevas y reformas 



a las existentes fueron aprobadas en el año 2000), ya que se vio la necesidad de contar con 

un compendio de procedimientos para hacerle fiente a la gran cantidad de leyes que se 

crearon en la materia. 

Sin embargo, podemos mencionar que dejando de lado estas reformas, la necesidad 

de que existiera la Ley de Procedimientos de Observancia era palpable por cuanto, de no 

ser por un procedimiento establecido en la Ley de Derechos de Autor (que en la práctica 

resultó ser parecido a un proceso ordinario), las demás leyes en la materia no contemplaban 

de manera adecuada la regulación procedimental en la materia. Este fenómeno es bastante 

comprensible por cuanto cada ley establecía sanciones y procedimientos diferentes, lo que 

creaba una inestabilidad de sistema y un exceso de procedimientos que hacían complicada 

la presentación de los procesos respectivos. 

Otra de las ventajas que brinda esta nueva legislación es unificar el procedimiento 

administrativo, o al menos la autoridad administrativa competente para agotar la vía. 

Anterionnente, todos los Registros relacionados con la materia de propiedad intelectual, 

tenían diferentes superiores jerárquicos y sus procedimientos administrativos eran muy 

disímiles. Por ello, la creación del Tribunal Registra1 Administrativo es un paso vital en el 

proceso de desburocatización que se pretende para hacer al Estado más eficiente y expedito 

en todas las facetas de la administración, para que sea un solo órgano quien tenga la 

potestad de agotar la vía administrativa y dictar las resoluciones vinculantes en esta 

materia. 



SECCIÓN 111: COMPARACIÓN CON LEGISLACIONES EXTRANJERAS 

Costa Rica nunca se ha caracterizado por ser un país vanguardista en cuanto a la 

normativa que se refiere a la propiedad intelectual. Inclusive, su tardía incorporación a la 

OMPI, aunque sus disposiciones se aplicaron en el país desde mucho tiempo atrás, es un 

claro síntoma del vacío que siempre existió en esta materia en el país. Sin embargo, tanto 

como referencia histórica como por su legislación moderna y vanguardista en esta materia, 

España siempre ha sido un punto de referencia importante para la comparación de la 

legislación que rige en cualquier materia. Esta situación no es casual y responde al 

fenómeno histórico iniciado desde el tan conflictivo "descubrimiento" de 1492. Por otro 

lado, España siempre ha sido un país caracterizado por su rica producción literaria, artística, 

entre otros, los cuales fueron los primeros objetos susceptibles de una protección de los 

derechos de sus autores. 

Es más, el primer tratado referente a protección de Derechos de Autor, que fue el 

Tratado referente a la protección de marcas se realizó en Madrid en 1889, lo cual 

ejemplifica la labor de España como país plenamente identificado con la necesidad de la 

protección efectiva y real de los derechos de autor y propiedad industrial. 

Por ejemplo, una de las preocupaciones esenciales de la legislación española ha sido 

siempre el mantener una uniformidad y novedad en sus leyes, lo cual significa que materias 

como los signos distintivos y las patentes siempre deben contar con legislaciones modernas 



que tengan respuestas para los complicados fenómenos y giros que da el mundo actual. Por 

ello se considera: 

" las nuevas condiciones en que se desarrolla el ejercicio del comercio, la 
internacionalización del mercado, la aparición de nuevas técnicas de contratación, el 
impulso del sector servicios, así como el fortalecimiento de la tutela pública de los 
consumidores, justzjkan una nueva regulación jurídica de los signos distintivos que 
atienda a todas estas circunstancias de acuerdo con una realidad económica que el 
Estatuto de la Propiedad Industrial (EPI) de 1929 no pudo contemplar. "20 

Como mencionamos anteriormente, al contrario de lo que sucede en nuestro país, la 

legislación española se preocupa por una uniformidad de criterios, intentando generar una 

realidad común para todos los objetos susceptibles de protección a los derechos de 

propiedad intelectual, por lo cual han intentado por todos los medios evitar una cierta 

fragmentación legislativa en materia de propiedad industrial, aunque siempre es inevitable 

la necesidad de tener que convivir una moderna normativa sobre patentes y modelos de 

utilidad -que cuenta con instituciones eficaces para la defensa de los derechos exclusivos- 

con la mencionada protección jurídica en materia de signos distintivos contenida. 

Asimismo, la necesidad de aproximar la realidad del Registro a la realidad del 

mercado para que la marca cumpla su verdadera función hacía necesario modificar 

determinadas instituciones del derecho de marcas; éste es el caso de la figura de uso 

obligatorio de la marca registrada que tiene como una de sus finalidades erradicar del 

Registro un gran número de marcas que no están siendo usadas y suponen un serio 



obstáculo para el acceso al Registro de nuevas marcas que los empresarios necesitan para 

su actuación en el mercado. Ejemplos como el del caso español, es el que debe seguir la 

legislación y las instituciones costarricenses, ya que la actualidad de los Registros es de 

suma importancia una efectiva protección a los derechos de propiedad intelectual, ya 

que lastimosamente en nuestro país únicamente el Registro de Marcas y Nombres 

comerciales cumple con tal función. 

Finalmente, los trabajos que en materia de marcas se están desarrollando a nivel 

comunitario, permiten conocer los principios inspiradores del futuro Derecho europeo de 

marcas; particularmente, los que regirán el sistema de marca comunitaria que en un futuro 

convivirán en esos países con el sistema de marcas nacionales. La importancia radica en 

que la legislación española contempla esta situación por lo que sus leyes se alinean con los 

principios mencionados. 

Otro aspecto importante de destacar es el hecho de que la legislación española es 

bastante unificadora porque aun cuando la Ley se denomina (de Marcas)), por ser éste el 

signo distintivo por excelencia y de mayor importancia, contiene, también, la regulación del 

nombre comercial, del rótulo de establecimiento y de la competencia desleal. Uno de los 

aspectos preponderantes del Sistema de Marcas Español es el de la adquisición del derecho 

sobre la marca. En este punto, dicha Ley en aras a la claridad y seguridad jurídica, dispone 

que el derecho sobre la marca se adquiere por el registro, de acuerdo con las nuevas 

tendencias legislativas de los países comunitarios. No obstante, el usuario de un signo 

notoriamente conocido en España posee la facultad de anular la marca posteriormente 



inscrita que pueda crear confusión con la marca notoria previamente usada, con lo que su 

legislación se adecua a los compromisos derivados de la pertenencia al Convenio de la 

Unión de Par's. Este es un aspecto importantísimo en la protección de este tipo de 

Derechos, que por suerte contempla también la legislación costarricense al estar ratificado 

el Convenio de París por el país. 

El uso obligatorio de la marca registrada es otro de los temas capitales del derecho 

de marcas que incluso justificaron su reforma. En este sentido, la Ley optó por mantener 

esta obligación, si bien modificando ciertos aspectos de la antigua legislación para 

conseguir una mayor eficacia. Así se introduce un cambio fundamental para que el sistema 

se vuelva eficaz. La carga de la prueba del no uso no recaerá sobre el demandante, sino que 

se introduce el mecanismo de la inversión de la carga de la prueba: Será el titular de la 

marca quien en el juicio correspondiente tenga que demostrar que la está usando de manera 

efectiva para evitar su caducidad. Por otra parte, el tema del uso de la marca se vincula con 

el de la renovación. En la solicitud de renovación se exigirá al solicitante que acompañe 

una declaración en documento público de uso de la marca. Si tal declaración no se adjunta 

no se produce la renovación de la marca. 

Uno de los defectos más acusados de la legislación reformada desde 1988 en España 

era que no otorgaba los instrumentos necesarios para que el titular pudiera obtener la 

cesación inmediata de los actos de violación de su derecho de marca, con lo que este 

derecho de exclusiva estaba en el fondo prácticamente vacío de contenido. Esta situación 

fue solucionada con la medida que la Ley de Patentes previó en su disposición derogatoria, 



al disponer que (todas las modalidades de propiedad industrial quedarán sujetas en cuanto a 

jurisdicción, competencia y procedimiento a las normas establecidas en esta Ley». La 

actual legislación española se limita a declarar expresamente aplicables a las marcas las 

disposiciones que sobre esta materia se contienen en la Ley de Patentes, lo que demuestra 

nuevamente las ventajas que ofrece una legislación unificada, situación que en España se 

dio desde mediados de la década de los ochenta y que en Costa Rica se aplicó hasta el año 

2000, con la promulgación de la Ley objeto de la presente investigación. 

"Un aspecto novedoso de la Ley Española lo constituye la regulación de unaJigura 
muy utilizada en el comercio actual, como es la licencia de marcas. Además, el régimen 
jurídico de la marca como objeto del derecho de propiedad se completa con la replación 
de la cesión de marca, manteniéndose el tradicional principio de la cesión libre. "2 

Además, desde la promulgación de esta ley se incluyó por primera vez en España la 

figura de la marca de garantía; con esta innovación la Ley le dio una respuesta efectiva a las 

nuevas tendencias del mercado que demanda instrumentos que sirvan para garantizar a los 

consumidores la calidad, origen y otras características de los productos o servicios, todo 

esto a partir del boom que significó la entrada del Derecho del Consumidor. 

Asimismo, se actualiza el régimen de las marcas internacionales que obtienen 

protección en España a través del Arreglo de Madrid. La Ley además reguló también dos 

signos distintivos de honda tradición en el Derecho: El nombre comercial y el rótulo de 

2 1 Idem 



establecimiento. La regulación del nombre comercial anteriormente adolecía de ciertos 

inconvenientes derivados de la vigencia del principio de veracidad o autenticidad. Este 

principio implicaba la necesaria coincidencia entre el nombre del empresario y su nombre 

comercial. Sin embargo, la Ley conceptúa el nombre comercial como un verdadero signo 

distintivo de la empresa. 

Por esta razón, no se exige al nombre comercial ningún requisito especial que no se 

haya exigido a otros signos distintivos: Cualquier signo que sirva para identificar una 

persona física o jurídica en el ejercicio de su actividad empresarial, puede ser susceptible de 

protección como nombre comercial. 

Con esta regulación del nombre comercial se logran resolver diversos problemas no 

solucionados por las marcas de servicio. Además, con la finalidad de trazar la frontera entre 

el nombre comercial y la marca de servicio se establecieron una seria de medidas. Así, 

ahora se exige que la solicitud de nombre comercial vaya acompañada del alta de Licencia 

Fiscal. Por otra parte, se dispone que si alguien quiere utilizar el nombre comercial como 

marca de producto o servicio deberá procederse a estos registros separadamente. 

Por lo que se refiere a los rótulos de establecimiento la Ley sigue una línea un poco 

más antigua, si bien se reconoce que se parte de un concepto más amplio del mismo. 



'21 igual que el EPI la protección del rótulo se limita al ámbito municipal y, 
asimismo, se establece la limitación tradicional de un solo rótulo por establecimiento. ,922 

Las disposiciones sobre nombres comerciales y rótulos de establecimiento se 

completan con una remisión a las normas sobre marcas, las cuales serán aplicables a estas 

modalidades de propiedad industrial, siempre y cuando no resulten incompatibles con la 

propia naturaleza de las mismas. 

La Ley concluye con diversas disposiciones sobre competencia desleal que venían a 

sustituir a las normas que sobre esta materia se contemplaban desde la Ley del 16 de mayo 

de 1902. 

En resumen, la Ley instauró un nuevo Derecho de patentes en España, que implicó 

un cambio sustancial de la regulación existente, lo que obligó a la inclusión de numerosas 

disposiciones transitorias, dirigidas a la implantación del nuevo sistema de una forma 

progresiva, pero eficaz. 

Sin duda alguna no existe legislación perfecta ni nada por el estilo. Sin embargo, 

uno de los principales problemas que presentan las legislaciones que se aprueban en la 

Asamblea Legislativa es su lento y entrabado proceso de discusión . Esta Ley es un claro 

ejemplo de dicha situación. El país no debe olvidar que actualmente la política exterior es 

22 Idem 



casi más importante que las disposiciones que se toman a lo interno del país. El giro que ha 

dado la economía mundial hace que el país deba comprometerse cada vez más a nivel 

internacional en situaciones como los tratados de libre comercio, las organizaciones 

mundiales y regionales como la ONU, OEA y el Grupo de Río y por supuesto en otras 

organizaciones que involucran y contienen a la OMPI. 

Es por esta razón que necesariamente debe contemplarse un sistema mucho más 

efectivo de aprobación de leyes, por cuanto no puede ser que disposiciones dictadas desde 

1994 sean interiorizadas y por ende aplicadas en el país 6 años después. Este desfase hace 

que la legislación costarricense sea siempre desactualizada y por ende incompleta y 

atrasada con los fenómenos modernos que suceden a lo largo del mundo y especialmente en 

aspectos de relevancia económica. Cabe resaltar que todos estos aspectos son tomados en 

cuenta por las empresas para realizar inversiones en Costa Rica, lo cual genera fuente de 

divisas importantes y necesarias para un país como el nuestro que se encuentra en vías de 

desarrollo. 

Aquí cabe destacar que el hecho de que Costa Rica pertenezca a la OMPI no implica 

que cada Tratado o Convenio que se firme sea aplicado en nuestro país. Debemos recordar 

que estos instrumentos internacionales deben pasar por el procedimiento apropiado de 

ratificación ante la Asamblea Legislativa, lo que además no implica que su aplicabilidad 

práctica quede supeditada a esta aprobación. Lamentablemente la praxis jurídica 

costarricense en muy pocas ocasiones ha tomado como fuente de derecho importante a los 

Tratados Internacionales. 



En Costa Rica existe un marcado legalismo y si se quiere hasta "una doctrina al 

Código", ya que los diversos actores de la vida judicial costarricense: jueces, abogados 

litigantes y demás, toman en cuenta únicamente lo establecido en los diversos cuerpos 

normativos y algunas veces en la jurisprudencia relativa en la materia, pero dejan de lado 

cualquier aplicación posible de los Tratados Internacionales a menos que estos sean 

incluidos en la jurisprudencia relevante. Y es aquí precisamente donde está el problema. 

Siendo que el sistema judicial costarricense es excesivamente lento, para que se de una 

opinión vinculante, sobretodo en materia civil, debe esperarse hasta el criterio de la Sala de 

Casación, lo cual implica un proceso de al menos 4 años, lapso de tiempo completamente 

ridículo si consideramos que en materia de Propiedad Intelectual la novedad es uno de los 

aspectos preponderantes. 

CAPÍTULO 11: EL AMBITO DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL DENTRO DE 

ESTA LEY 

La Ley de Procedimientos de Observancia de los derechos de propiedad Intelectual 

contiene una serie de normas concernientes a la responsabilidad Civil por daños causados 

en esta materia, no solo a los titulares de los derechos de propiedad intelectual sino también 

a personas que se vean perjudicadas por procedimientos aplicados según esta ley y que 

carecen de veracidad. 



La importancia de estas regulaciones radica en las novedades que introducen en 

aspectos procesales que facilitan la posibilidad de encontrar un resarcimiento efectivo y 

rápido ante las infracciones en materia de propiedad intelectual. Asimismo, la posibilidad 

de aplicar medidas cautelares no contempladas en legislaciones anteriores, constituyen una 

importante herramienta para los titulares de derechos de propiedad intelectual, en su afán de 

prevenir que sus derechos se infkinjan. Es aquí donde se encuentra uno de los grandes 

aciertos de esta legislación, la cual faculta e introduce la posibilidad de la prevención en 

esta materia para así extender el ámbito de la protección a límites en donde antes era muy 

difícil encontrarse. 

Esta ley ofrece diferentes maneras de protección a la propiedad intelectual. Dentro 

de sus normas tenemos la protección a través de la prevención (medidas cautelares y 

medidas en frontera), las medidas de carácter civil (procesos civiles), las medidas de 

carácter penal (compendio de delitos en un solo cuerpo jurídico) y los procedimientos 

administrativos aplicables a cada forma de propiedad intelectual en específico. 

i) Medidas Cautelares y Medidas en frontera: Sin duda alguna estas disposiciones son 

de los grandes aciertos que justifican la creación de esta ley. La aplicación de este tipo de 

medidas, tan común en otros países del mundo, es un ejemplo claro de cómo deben 

evolucionar las distintas legislaciones para acoplarse a los cambios que se dan 

constantemente en la dinámica económica mundial. 



Como bien lo establece su nombre, estas medidas están supeditadas a la posterior 

presentación de una demanda tendiente a solicitar la reparación causada por la infracción a 

los derechos de propiedad intelectual. Están contenidas entre los artículos 3 a 18 de la Ley, 

la cual las divide en medidas cautelares y medidas en frontera, con el afán de establecer una 

división entre el procedimiento general y el procedimiento específico para las autoridades 

aduaneras. 

De primera entrada podemos encontrarnos que la Ley le otorga las mismas 

facultades para aplicar este tipo de medidas a las autoridades judiciales y a los Registros 

Nacionales de Propiedad Industrial y Derechos de Autor y conexos, con lo que ofrece la 

posibilidad al titular del derecho de escoger la vía civil, penal o administrativa para su 

reclamo. En mi criterio, resulta un poco más lógico solicitar dicha medida ante la autoridad 

judicial competente, máxime si tomamos en cuenta que luego de realizada esta medida 

cautela, se tiene un mes de tiempo para presentar la demanda judicial, por lo que hasta por 

celeridad procesal, es preferible utilizar la vía judicial correspondiente. 

Un aspecto importante a tomar en cuenta es la necesidad de contar con legitimación 

activa para presentar este tipo de solicitudes. Es decir, el titular del derecho de propiedad 

intelectual o su representante deben probar ante la autoridad que dicho derecho les 

pertenece. Es aquí donde nos presentamos con los primeros problemas, por cuanto, como 

ya lo establecimos en esta Investigación, la OMPI no considera a la registración como 

principio fwidamental para demostrar la titularidad de determinado derecho, por lo que 



debe acudirse a otros medios probatorios, que hacen mucho más extensa la demostración de 

la legitimación, por cuanto deben valorarse dichos medios probatorios, en lugar de 

comprobar simplemente la inscripción o no del derecho alegado. En Costa Rica, no existe 

cultura en este sentido, ya sea por desinterés o por desconocimiento, lo que de entrada se 

convierte en un obstáculo para la presentación de este tipo de medidas, por lo que 

corresponde a la Autoridad competente la valoración de los medios probatorios presentados 

por el solicitante para otorgarle o no la posibilidad de ejecutar este tipo de medidas. 

Ahora bien, aquí cabe hacerse una pregunta: ¿ Si se solicitaran este tipo de medidas 

ante una autoridad judicial y de los medios probatorios presentados, ésta concluyera que en 

efecto el solicitante se encuentra legitimado por ser titular del derecho, no sena esto una 

especie de inscripción tácita de dicho derecho? En mi criterio, técnicamente hablando no 

puede hacerse tal analogía, ya que existen procedimientos especiales para la inscripción de 

los derechos de propiedad intelectual en el registro correspondiente, aunque prácticamente 

esta posibilidad puede convertirse en un arma de doble filo, por cuanto se le garantiza 

protección de un derecho a una persona que puede no cumplir con los requisitos 

establecidos dentro de la legislación vigente para ser titular de un derecho de propiedad 

intelectual. 

ii) Medidas de carácter civil: Esta ley establece los procedimientos a seguir dentro 

de la vía civil para reclamar infracciones a los derechos de propiedad intelectual. La 

innovación más importante que se introduce es la de convertir a dichos procesos en 

abreviados, con lo que los plazos se reducen sustancialmente, asegurando una protección 



mucho más eficiente para este tipo de derechos. Este aspecto es de vital importancia, no 

solamente en la regulación de esta materia, sino en general con respecto a todas las materias 

objeto de procesos civiles en nuestro país. A lo largo de esta Investigación hemos hecho 

énfasis en la necesidad de contar con procedimientos mucho más expeditos, que creen un 

sentimiento al titular del derecho protegido, de satisfacción y seguridad de que la infracción 

será juzgada y reparada de manera eficaz y rápida. Este sentimiento, lamentablemente se 

ha perdido por completo en la vida judicial costanicense y son medidas como estas las que 

ayudan a mejorar la imagen que en este aspecto se da frente a la colectividad. 

Las regulaciones relativas a los procesos civiles se encuentran contenidas en los 

artículos 37 a 41 de esta ley. En estos artículos se detallan varios aspectos importantes de 

reseñar como lo son: 

- El ya mencionado proceso abreviado para lidiar con las infracciones contra los 

derechos de propiedad intelectual. 

- En materia probatoria, la Ley establece dos situaciones importantes que ayudan a 

proteger de manera eficiente a los titulares de derechos de propiedad intelectual. El 

primero de ellos es la posibilidad de que el Juzgado obligue a la parte contraria a 

presentar un documento probatorio que se encuentre en su poder y que sea de 

beneficio para el actor. Esta disposición tiene especial importancia en esta materia, 

por cuanto para demostrar la comisión o no de la infracción, especialmente si se 

trata de productos que afecten los derechos de propiedad intelectual, los documentos 

probatorios generalmente se encuentran en poder de los infractores y no de los 

demandantes. Por otro lado, en materia de patentes en procedimiento, la carga de la 



prueba se altera, obligando al demandado a demostrar que un supuesto producto 

nuevo no ha sido producido utilizando el procedimiento patentado. Esto por cuanto 

es lógico pensar que si el producto es idéntico o similar al que se produce mediante 

un procedimiento patentado, debe pensarse que se utilizó el mismo procedimiento, 

lo cual resulta a todas luces muy difícil de probar por cuanto dicho hecho es 

materialmente irreproductible y en todo caso es de fácil manipulación por parte del 

infractor. 

Los criterios utilizados por la Ley para calcular la indemnización por daños y 

pe juicios ocasionada por los infractores de derechos de propiedad intelectual, son 

bastante severos y generales. La ley es muy clara al establecer que a falta de 

dictamen pericia1 que calcule el monto de dichos daños y perjuicios, el monto a 

condenar no será menor a doce salarios base (salario de oficinista 1). Si tomamos 

en cuenta que este monto es el mínimo a condenar, podemos entonces establecer 

que la preocupación de los legisladores fue imponer multas onerosas, como una 

forma de prevenir cualquier tipo de infracción sobre derechos de propiedad 

intelectual. Por otro lado, los diversos criterios que expone la ley para llegar al 

cálculo final por este concepto, entre los cuales se destacan el lucro dejado de 

percibir por la infracción, el lucro obtenido por el infractor, el precio que éste utilizó 

para comerciar los productos infractores y el costo de las regalías que hubiese 

costado una eventual compra o cesión lícita de tales derechos, crean un amplia 

gama de posibilidades para los titulares de derechos de propiedad intelectual, de 

obtener una indemnización justa por la infracción sufnda. Todas estas medidas 

denotan la preocupación del legislador por establecer normas y sanciones fuertes 



para así prevenir y controlar las infracciones sobre derechos de propiedad intelectual 

que según reportes de "la Alianza Internacional de Propiedad Intelectual estimó 

que durante el año 2000 la piratería de software, CD, casetes, videos y juegos 

electrónicos en Costa Rica se incrementó desde los US$12,8 millones en 1998 hasta 

US$ 14.2 millones en el 2000' '~~,  cifi-a completamente alarmante y que produjo que 

el país fiera introducido en la "Priority Watch List" por parte de los representantes 

de Comercio Exterior de los Estados Unidos, en esta materia, atendiendo a que en 

ese momento la legislación costarricense adolecía de una serie de vacíos que de una 

manera u otra ponían en entredicho la eficacia de sus normas. Aunque dicha 

observación circuló en el país posterior a la entrada en vigencia de esta ley, la 

investigación que dio paso a esa medida fue realizada en el contexto jurídico que 

tenía Costa Rica con anterioridad a la entrada en vigencia de la misma, por lo que 

debe tenerse en cuenta que el país sí ha realizado esfuerzos importantes por 

readecuar su legislación y hacerla más efectiva frente a este tipo de infracciones. 

Por otro lado, vale la pena mencionar dos disposiciones especiales que establece, en 

cuanto a la responsabilidad civil se refiere, esta ley. Por una lado, tenemos que la ley 

faculta a solicitar como petitoria para que se declare en sentencia la confiscación y 

destrucción de los artículos o mercancías que violenten derechos de propiedad 

intelectual. Esta medida surge a raíz de una premisa lógica cual es que, si se está 

castigando la infracción a los derechos de propiedad intelectual, no puede permitírsele 

al infractor conservar los productos salidos de dicha infracción. Ahora bien, también 

23 Cordero Pérez (Carlos). Piratería Done al Daís en banauillo. En Periódico el Financiero No. 3 10, del 7 al 13 
de mayo del año 2001, pg. 20. 



existieron algunos sectores que sugirieron que en lugar de destruir dichas mercancías, 

estas fueran donadas a instituciones estatales y de bien social, para que el Estado 

pudiera aprovecharlas de la manera que le pareciera más conveniente y a favor de la 

colectividad. Lógicamente esta posibilidad fue desechada, por cuanto en términos 

prácticos vendría a constituir una infracción estatal sobre los derechos de propiedad 

intelectual de los titulares de dichos productos o mercancías, toda vez que, sea cual sea 

su uso, se estarían utilizando en detrimento de dichas personas. 

En segundo lugar, esta ley crea asimismo un régimen de responsabilidad civil para 

las personas que, valiéndose de los procedimientos de medidas cautelares contenidos en 

esta ley, causan un daño a las personas que se ven perjudicadas con dichas medidas. 

Vemos entonces como la Ley intenta ser lo más justa y equitativa posible para todas las 

partes involucradas. Esta condenatoria a pagar daños y perjuicios contra la persona que 

abuse de las prerrogativas brindadas por esta ley, faculta al perjudicado a acudir a la vía 

de ejecución simple para su cobro, aunque los criterios que se aplican son los 

contenidos en el Código Procesal Civil y no los que mencionamos anteriormente. 

iii) Medidas de carácter penal: Otro de los aciertos de la presente ley fue el de 

incluir un capítulo único en donde se detallan los delitos penales que se pueden cometer 

en materia de Propiedad Intelectual. Todos los delitos enmarcados dentro de esta 

legislación tienen en común el hecho de centrase, a veces demasiado, en los daños 

patrimonialmente estimables que las conductas penalmente infractoras puedan tener 

frente a los titulares de los derechos. En efecto, el enfoque que se da a los delitos 



contenidos en la presente investigación gira en torno al perjuicio causado al titular del 

derecho, creando entonces una necesidad de esta afán para considerar la conducta como 

típica. 

Por ejemplo: el artículo 56 de la Ley establece: " Impresión de un número 

superior de ejemplares de una obra. Será sancionado con prisión de uno a tres años al 

editor o impresor que reproduzca un número de ejemplares superior al número 

convenido con el autor de la obra, de modo que pueda resultar perjuicio." Es decir, ¿si 

la reproducción excesiva no produce perjuicio al autor, entonces no se configura el 

delito? Se puede pensar entonces en el editor que dolosamente realiza la acción de 

reproducir más ejemplares de los autorizados, pero que corre con tan mala suerte que 

dichas reproducciones no se venden. La persona tiene todo el dolo de realizar la acción 

tipificada, pero como no se configura el perjuicio para el autor, entonces no se 

configura el delito. No en vano la Sala Constitucional criticó en este aparte al primer 

proyecto de redacción de esta ley, al considerar que no existía bien jurídico tutelado, 

por cuanto todas las disposiciones venían aparejadas con el aspecto patrimonial. 

Sin embargo, cabe resaltar el vacío que vino a llenar esta legislación en esta materia, 

por cuanto armonizó las disposiciones penales existentes en la mayoría de las leyes 

especiales para cada forma de propiedad intelectual regulada en el país. Con ello, 

además de acabarse cierta inseguridad jurídica que dicha situación permitía, se 

utilizaron criterios similares para el juzgamiento de todas las infracciones penales en 



esta materia, garantizándose con ello razonamientos y medidas de reparación 

equivalentes para las distintas formas de propiedad intelectual enumeradas en la Ley. 

iv) Procedimientos Administrativos: La presente ley Únicamente armoniza las 

disposiciones con las contenidas en las distintas leyes especiales que regulan las diversas 

formas de expresión de la propiedad intelectual en el país. Sin embargo, un aspecto 

importante a destacar es que dichos procedimientos siempre serán aplicables o tomarán 

como base los procedimientos sobre medidas cautelares que contiene esta Ley y que vienen 

a ofiecer una nueva gama de protección, como lo hemos reseñado en su oportunidad. 

Por otro lado, a los procedimientos administrativos se les otorgó un nuevo órgano 

superior como lo es el Tribunal Registral Administrativo, el cual se creo de conformidad 

con esta ley para servir de superior jerárquico frente a todos los registros competentes 

adscritos al Registro Nacional, y así lograr unificación y equidad en las resoluciones sobre 

esta materia. 

El Tribunal Registra1 Administrativo creado bajo el aparo de esta ley se convirtió en el 

superior jerárquico para todos los Registros Adscritos al Registro Nacional, dentro de los 

que se encuentran por supuesto el Registro de la Propiedad Industrial y el registro de 

Derechos de Autor y derechos conexos. La importancia de la creación de este registro 

radica en dos aspectos básicos: 



Unificación de criterios: En todas las materias del Derecho y en general de la 

cotidianeidad la equidad juega un papel preponderante en el desanrollo de las 

interrelaciones de los seres humanos. Pocas cosas son tan resentidas como el hecho 

de que determinado caso se haya juzgado de manera diferente a otro aunque en él 

concurriera el mismo cuadro fáctico, porque crea un sentimiento de impotencia, a la 

vez que desacredita al órgano juzgador por cuanto se le tilda de inestable y poco 

consecuente. Ejemplos de estos en la vida jurídica los vemos todos los días: en los 

juzgados civiles de San José los casos se resuelven de una forma en el Juzgado 

Primero Civil y de otra en el Segundo, la propia Sala Constitucional ha resuelto 

algunos casos en evidente contradicción unos con otros y en el registro Público 

algunas veces los criterios de calificación varían para documentos con exactamente 

el mismo formato y redacción. Es claro que este fenómeno tiene varias 

explicaciones por cuanto los seres humanos no somos iguales y tenemos formas 

muy diferentes de pensar, pero no cabe duda de que dicho fenómeno crea un 

ambiente de inseguridad jurídica en cuanto a la resolución de cuestiones 

importantes en la praxis jurídica. 

En materia de propiedad intelectual, dicho razonamiento no pierde validez. Siendo 

que este tipo de derechos tienen una semejanza importante entre ellos, por cuanto lo que 

cambia son sus formas de expresión es importante contar con un órgano que resuma el 

y condense el razonamiento de la Administración dentro de determinado punto 

conflictivo, sentando con ello jurisprudencia que pueda ser utilizada para resolver 

determinado caso tipo y a la vez que sirva de antecedente para las relaciones 



comerciales en esa materia. Tener un órgano colegiado, con la capacidad y poder, para 

dilucidar y resolver todos aquellos recursos provenientes en materia registral, brinda 

cierto grado de seguridad y respeto a los criterios registrales aplicables a determinada 

materia. 

No se puede negar el hecho de que a su vez dicho órgano puede causar un retardo a 

la resolución final de los asuntos en materia registral, pero sin embargo su creación 

faculta el contar con una opinión vinculante en esta materia y no tener que lidiar con el 

hecho de no saber que esperar en la resolución de los conflictos que se suscitan en esta 

materia. Además, las normas que le dan creación a este Tribunal, tienen como común 

denominador el destacar la celeridad de los procedimientos como una característica 

preponderante en la resolución de los asuntos. Esta preocupación del legislador refleja 

la opinión popular en cuanto a este aspecto se refiere y obliga a la Administración 

Pública a realizar de forma eficiente y rápida la resolución de los conflictos, ejemplo 

que debería seguirse en todos los ámbitos como el judicial y porque no hasta el 

legislativo. 

2) Equiparación de procedimientos: A mi criterio resulta de vital importancia que el 

Tribunal Registra1 Administrativo cumpla con una función de simplificación de 

procedimientos dentro de los diversos registros que componen al Registro Nacional, 

estableciendo las pautas necesarias para las impugnaciones que puedan darse sobre 

las resoluciones de aquellos, como lo son plazos, causales, hdamentación de 

alegatos, entre otros, para que dentro de estos registros se cree una especie de 



procedimiento marco referido específicamente a la actividad registral. Con ello, los 

usuarios tendrían un conocimiento general de las formas de impugnación de las 

resoluciones registrales que les causen perjuicio, que les permitiría una posibilidad 

de defensa más exitosa que la que puede tenerse en estos momentos en donde existe 

mucha confusión acerca de los jerarca competentes para conocer de estas 

impugnaciones y de los plazos para interponer las mismas. 

Esta ley tiene varias consecuencias prácticas en su aplicación: 

a) Unificación de delitos penales: La ley brinda a las personas la posibilidad de 

encontrar tipificados en un solo cuerpo legal, todos aquellos delitos concernientes a 

la propiedad intelectual. En este aparte cabe mencionar que las penas aplicables a 

dichos delitos son uno de los puntos más criticados en la legislación por diversos 

sectores relacionados con la propiedad intelectual. Se dice que al establecerse la 

pena máxima en tres años de prisión para la totalidad de estos delitos, se deja 

parcialmente descubierta la protección, por cuanto la pena ni responde a la gravedad 

con que deben tomarse esta clase de delitos además de permitir que se apliquen 

beneficios como el de la ejecución condicional. Estos argumentos, a mi criterio 

deben ser rechazados por completo, por cuanto carecen de fundamento jurídico ya 

que el aumento de las penas no garantiza la disminución de las infracciones o 

delitos. Es más, según algunos estudios en cnminología el aumento en las penas no 

causa ningún efecto en las personas que cometen delitos y a veces inclusive el 



efecto es completamente el contrario, ya que el aumento de las penas incrementa el 

grado de criminalidad que se está intentando proteger. 

b) La ley también ofrece la ventaja de crear varios mecanismos previos a la 

presentación de una demanda judicial que puedan ayudar a prevenir un gravamen 

irreparable a los titulares de derechos de propiedad intelectual, por cuanto establece 

medidas cautelares y en frontera que va acordes con las técnicas contemporáneas de 

prevención en esta materia y que han sido avaladas por la OMPI. Sin embargo, en 

este aparte cabe hacer la salvedad de que debe lidiarse con dos problemas graves 

que pueden entorpecer las buenas intenciones con que se creó esta legislación. Por 

un lado se encuentra el atraso tecnológico y de recursos en que se encuentran 1 

mayoría de las aduanas del país, lo que da al traste no solo con la posibilidad de una 

adecuada protección en este aspecto, sino también compromete económicamente al 

país y lo retrasa sustancialmente en su carrera hacia el desarrollo. 

El otro aspecto fundamental que entorpece la aplicación de estas normas se encuentra 

en el grado de corrupción que se vive en estas instituciones y sus dependencias que alcanza 

niveles ridículos. Algunos casos de esta clase de funcionarios han salido a la luz pública 

dejando ver no solo la fragilidad del sistema aduanero nacional y las facilidades que esto 

brinda sino también las formas como estos "pseudofuncionarios" se aprovechan de sus 

cargos para cometer una gran cantidad de irregularidades a cambio de dádivas, que 

representan para los infi-actores de derechos de propiedad intelectual, por ejemplo, una 



inversión muchísimo menor que la que hubieran tenido que realizar si se realizaran los 

procedimientos adecuados a través del titular de dicho derecho. 

c) Sin duda alguna la realización de los procesos civiles relativos a infracciones a los 

derechos de propiedad intelectual en vía abreviada, representa un gran avance en 

esta materia que se ha introducido gracias a esta ley. Como se reseñó 

anteriormente, uno de los principales objetivos que se ha trazado la OMPI a través 

de sus tratados y convenios, es el de agilizar los proceso relativos a materia de 

propiedad intelectual, como una forma de estimular la protección de dichos 

derechos, teniendo sobretodo en cuenta la ventaja que ello implicaría para los 

titulares, quienes podrían encontrar rápida solución a los problemas que para ellos 

representan las infracciones sobre este tipo de derechos. En dicho espíritu, es que la 

Ley intenta establecer un procedimiento civil más expedito al integrar todas las 

infracciones a la propiedad intelectual dentro del procedimiento abreviado, mismo 

que significa una mejoría latente frente al proceso, casi ordinario, que se establecía 

de conformidad a la Ley de marcas y signos distintivos. En términos prácticos, esto 

implica una reducción de los plazos en alrededor de dos tercios frente al 

procedimiento ordinario, lo que garantiza o por lo menos evidencia la preocupación 

del legislador por dotar a esta materia de las herramientas necesarias para crear ese 

sentimiento de seguridad en los titulares de derechos de propiedad intelectual, que 

sustituya al sentimiento de impotencia que se generaba al hablar de la vía civil para 

reclamar este tipo de infracciones. 



d) Finalmente podemos mencionar también como consecuencia práctica en la 

aplicación de esta Ley, la creación de un órgano registra1 especial, capacitado y 

único que resuelva, no solo sobre las controversias registrales que se suscitan en 

esta materia, sino también a nivel general. Por ello, podemos decir con certeza que 

esta ley introduce un cambio radical en el sistema registra1 costarricense, creando 

por primera vez un órgano especializado encargado de resolver técnicamente todas 

las controversias y disputas surgidas en los diferentes Registros que componen el 

Registro Nacional. Como lo expliqué anteriormente considero que este órgano 

puede ayudar a la praxis jurídica al establecer lineamientos comunes para ciertos 

registros, con el objeto de contar con una actividad registral competente y 

armoniosa y no desordenada y subjetiva como se observa actualmente. Esta 

situación se ejemplifíca en los requisitos, horarios y hasta capacitación de los 

funcionarios miembros de cada sección o Registro adscrito al Registro Nacional, 

aspectos que provocan diferencias cualitativas muy nefastas entre cada uno de ellos. 

e) Si bien es cierto esta Ley muestra algunos errores conceptuales o de ambigüedad 

que no se pueden obviar, también es cierto, que los procedimientos por ella 

enunciados son de fácil aplicación y mejoran sustancialmente varios aspectos en 

esta materia. No puede señalarse únicamente lo malo de una legislación, por cuanto 

con ello se caería en un vicio que más bien entorpecería su correcta aplicación. Es 

por ello que, en mi criterio, debe destacarse la labor del legislador que al promulgar 

esta ley quiso introducir procedimientos novedosos, pero a la vez acordes con las 

posibilidades reales del país para su aplicación, teniendo en cuenta por supuesto que 



existen algunos casos en donde la inf?aestructura del país no permite una aplicación 

tan amplia como se pretendía en la ley, como lo es el caso de las aduanas. 

SECCIÓN IV: IDENTIFICACIÓN DE POSIBLES PROBLEMATICAS Y 

FORMULACIÓN DE SOLUCIONES. 

Como ya se ha mencionado a lo largo de esta Investigación, la presente Ley es un 

esfuerzo importante en materia de protección a los derechos de propiedad intelectual. Si 

bien es cierto sus normas tienen alrededor de 8 años de haberse incorporado a nivel 

internacional, su aplicación en el país demuestra la preocupación del legislador de otorgarle 

el valor que merece a la propiedad intelectual en el ámbito jurídico nacional. 

Sin embargo esto no implica que la Ley no cuente con ciertos defectos que 

comprometen de alguna forma la protección integral a los derechos de propiedad 

intelectual. Lamentablemente ciertos defectos técnicos al momento de la redacción de la 

Ley, hicieron que la misma contara con elementos oscuros y abstractos que obligarán a los 

administradores de justicia a interpretarlos y crear los criterios que las definirán. 

Por una lado podemos destacar como defecto lo establecido por el párrafo final del 

artículo 2 de la Ley que establece: "En todo proceso judicial, la autoridad competente al 

aplicar la sanción final, tomará en cuenta la proporcionalidad entre la conducta ilicita y 

el daño causado al bien jurídico tutelado': A primera vista podemos observar la amplitud 

de criterios que se le entregan al Juez a la hora de resolver asuntos judiciales por 



infracciones a la propiedad intelectual. No se establecen ni siquiera categorías para 

determinar la gravedad de las infracciones, lo que hace presumir una infinidad de 

posibilidades y por lo tanto de sanciones para cada caso en concreto. Esta labor será 

encargada a la jurisprudencia, la cual por el momento es inexistente, debido a lo reciente de 

la entrada en vigencia de la Ley, por lo que los primeros procesos presentados al amparo de 

la misma se encuentran pendientes de resolución. 

Es claro que dicha indeterminación es muy peligrosa por cuanto crea un sentimiento 

de inseguridad jurídica para las resoluciones en esta materia. Este párrafo a mi criterio 

consiste en un resabio de la mentalidad que predominaba en el país anterior a la vigencia e 

importancia que le otorgó la OMC a esta materia. Cabe recordar que en el país la 

protección a los derechos de propiedad intelectual nunca fue un tema siquiera considerado 

como importante. Sus regulaciones se limitaban a aplicar internamente los compromisos 

que el país había adquirido a raíz de su pertenencia a las diferentes Organizaciones 

Mundiales y a su participación en los determinados Convenios referentes a la materia. No 

es de extrañar, que mientras países como España tuvieran legislaciones especializadas en la 

materia desde la década de 1920, en el país no es sino hasta principios de los años ochenta 

en que se dan cuerpos normativos técnicos y no solamente leyes generales que estipulaban 

la existencia de tales derechos. 



Cabe preguntarse como será aplicado este artículo por las autoridades judiciales 

competentes. A mi criterio, se tomarán en cuenta más que todo los aspectos comerciales 

para determinar o no la gravedad de las infracciones. En ese sentido, la influencia y apoyo 

de los sectores empresariales para la promulgación de este tipo de legislaciones son una 

clara muestra del interés que tienen en la aplicación de las mismas y por lo tanto serán sus 

intereses los que se protegerán de manera preferencial. Es por ello que no debe de extraiiar 

que el criterio cuantitativo sea de fundamental aplicación en este sentido. Para efectos 

comerciales, no es lo mismo lucrar con 50 copias ilegales de un juego electrónico, que 

hacerlo con 5000, ya que no solo las pérdidas se incrementan sino que dicha actividad 

denota un cierto grado de profesionalismo por parte del infractor. Es importante destacar 

que esta posición del sector empresarial y en general de los sectores titulares de derechos de 

propiedad intelectual, es algo así como un acomodo a las circunstancias, por cuanto su 

posición inicial en la Comisión encargada de la discusión de la presente ley en la Asamblea 

Legislativa, siempre fue el de eliminar este tipo de normas porque sentían que la protección 

debía ser igual y no dejar al albedrío del Juez los criterios para sancionar a los infractores. 

Otra muestra clara de esta situación la encontramos en el artículo 70 de la Ley que 

literalmente establece: "Principio de Lesividad. Para cualquiera de los artículos 

componentes del Capítulo V de esta Ley, no correrá sanción alguna cuando los actos 

cometidos no lleguen a lesionar ni afectar los intereses de los autores, los titulares de los 

derechos o de sus representantes  autorizado^".^^ 

24 El Capítulo V de la Ley de Procedimientos de Observancia en Materia de Propiedad Intelectual, establece 
todas las normas relativas a los proceso civiles y los delitos penales introducidos por la Ley. 



Es claro que este principio viene a armonizar lo establecido por el artículo anterior 

por cuanto establece una condición implícita para todas aquellas normas relativas a las 

infracciones en este ámbito, como lo es el hecho de que debe ocurrir un perjuicio para las 

personas a las que se protege con la Ley, para que exista sanción por la conducta. 

No hace falta decir que este fue y hasta el momento es, uno de los artículos más 

protestados por los diferentes sectores involucrados en la protección de los derechos de 

propiedad intelectual. Su principal crítica radica en el hecho de que la palabra perjuicio en 

sí también puede ser malinterpretada por cuanto sus implicaciones pueden abarcar muchos 

ámbitos y variar entre los sujetos perjudicados. La interpretación que se le ha dado a dicha 

palabra es extensiva en el sentido de admitir cualquier perjuicio como motivo para una 

sanción, aunque dicha interpretación no ha servido para disminuir las críticas de distintos 

sectores que promueven la derogatoria de dicha disposición. 

Además, la necesidad por sí sola de que se produzca un perjuicio también ha sido 

hertemente criticada. Esto implica que la simple falta de demostración del perjuicio es 

causal suficiente para eliminar cualquier tipo de sanción para el infractor. Volviendo al 

ejemplo que habíamos mencionado anteriormente, si el editor imprime una mayor cantidad 

de ejemplares a los que estaba autorizado, pero no vende ninguno, no puede ser sancionado 

a pesar de haberse probado su dolo en la comisión del delito. A mi criterio esta es la 

principal falencia que presenta esta ley. Lamentablemente el aspecto económico volvió a 

jugar un papel preponderante en la redacción de las normas que contienen los cuerpos 

legales del país. Esta redacción compromete a los derechos de propiedad intelectual por 



cuanto los supedita al valor económico que los mismos tienen, es decir les otorga un valor 

meramente comercial y deja de lado por completo su valor dentro de la sociedad y la 

importancia que merece su respeto y protección para los individuos titulares de los mismos. 

Sin embargo también es importante mencionar que este aspecto puede ser de alguna 

manera contrarrestado por el hecho de que a los titulares de derecho de propiedad 

intelectual les asiste el derecho moral de autor. Por ende, siempre es posible alegar un 

perjuicio a tal derecho moral para justificar la sanción de la infracción, aunque dicha 

alternativa reviste la dificultad de probar tal daño, lo cual como se ha manifestado 

frecuentemente en la jurisprudencia es muy dificil. 



CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

De conformidad a la Investigación realizada pude comprobar varios aspectos interesantes 

de analizar: 

- Si bien es cierto la Ley de Procedimientos de Observancia en materia de propiedad 

Intelectual es un esfuerzo interesante y muy necesario en materia de protección a los 

derechos de propiedad intelectual, también adolece de una serie de fallas que 

desprotegen de cierta manera al titular de dichos derechos. Por un lado, la Ley 

establece medidas cautelares y en frontera muy ambiciosas, pero que no contemplan 

la realidad del país en este ámbito. Por ejemplo, para nadie es un secreto que los 

puestos migratorios en Costa Rica, incluyendo a las aduanas, carecen de equipos, 

personal y capacidad para poder realizar una labor aceptable en esta materia. Al no 

contar el país con un respaldo estructural en este ámbito, las medidas que dicta la 

presente ley tienden a convertirse en letra muerta, puesto que la falta de controles, la 

corrupción y el desconocimiento se conjugan para hacerlas hasta cierto punto 

inaplicables. Es necesaria una actualización de las bases de datos aduanales en 

donde se incluyan todas las entradas de los registros en materia de propiedad 

intelectual, de manera que se fiscalice que los productos que ingresan a esas 

dependencias no transgredan derechos de propiedad intelectual. 



Otro aspecto clave radica en que la pobre efectividad de los procesos civiles en esta 

materia hace que la responsabilidad civil se encuentre "superada", por llamarlo de 

alguna forma, frente a otras formas de responsabilidad como la penal. Para nadie es 

un secreto que la situación actual de la legislación procesal civil en el país es 

preocupante. El sentimiento de impotencia que embarga a la colectividad en este 

tema es tan alarmante que ha llegado a aumentar considerablemente los niveles de 

desconfianza en el Poder Judicial y la Administración de Justicia. Muchos factores 

han contribuido a esta situación: falta de recursos, exceso de trabajo de los 

servidores judiciales, fracaso de los procesos de resolución alternativa de conflictos, 

decisiones administrativas equivocadas de parte del Poder Judicial (megadespachos, 

falta de incentivos salariales para jueces y demás servidores, entre otros) y atraso en 

reformas a la legislación, han hecho que los procesos civiles hayan caído en un 

bache importante del que se espera puedan salir pronto. Una de las esperanzas 

radica en el Código Procesal General, que reduciría sustancialmente los plazos e 

introduciría definitivamente a la oralidad en un intento desesperado por acelerar los 

procedimientos y poner al juez en una posición mucho más cercana a las partes que 

le permita decidir con justicia y celeridad. Otros esfuerzos se han comenzado a 

mostrar porco a poco, dentro de los cuales se pueden destacar el uso de medios 

electrónicos para notificación, la modernización de bases de datos y la contratación 

de personal verdaderamente capacitado para los puestos que se desempeñan. En ese 

sentido es evidente que el avance de la tecnología debe aprovecharse para el 

beneficio de todos los aspectos de la sociedad, en este caso la Administración de 

Justicia. Esta situación hace que la mayoría de infracciones reclamables en vía 



civil, sean trasladadas a la vía penal en un intento por obviar esa excesiva lentitud y 

sentimiento de injusticia que embarga al proceso civil, relegando con ello a la 

responsabilidad civil a un segundo plano y supeditándola en algunas ocasiones al 

resultado del proceso penal para el caso en concreto. 

- Otra de la conclusiones a las que se llegó con esta Investigación es que el país 

necesita armonizar su legislación de manera constante y rápida con respecto a los 

lineamientos dictados por la OMPI. No puede ser que el país tarde 6 años en 

internalizar normas que se aprobaron en convenios internacionales, cuando la 

actividad económica mundial cada vez obliga más a un acoplamiento expedito a las 

decisiones tomadas en bloque. Es importante recordar que esta materia es de suma 

importancia a nivel mundial en el sector empresarial, y que buena parte de las 

baterías de las empresas multinacionales están dirigidas a la protección de los 

derechos de propiedad intelectual de las que son titulares. Una legislación adecuada 

en este ámbito garantiza el beneplácito internacional y forma una imagen positiva 

del país en aspectos de inversión extranjera, que puede ser una importante fuerte de 

divisas, y por que no, motor de la economía del país. 

- Relacionado con lo anterior esta el hecho de que en el país el respeto a los derechos 

de propiedad intelectual no se encuentra dentro de la cultura nacional. Como se 

mencionó anteriormente, el hecho de que la industria de la piratería en el país en 

materia de CD's, casetes, juegos electrónicos y programas de computación 

provocara pérdidas por poco más de 14 millones de dólares en el año 2000 es 



alarmante. Esta situación denota un completo desinterés fkente a la importancia que 

entrañan los derechos de autor, y ponen en evidencia la necesidad de controles 

fuertes y legislaciones eficaces en la materia. Sin embargo, considero que buena 

parte de la inversión debe hacerse también en crear conciencia en la sociedad de la 

importancia que revisten los derechos de propiedad intelectual, exaltando sus 

cualidades sui generis y promocionando su respeto y defensa dentro del 

consumidor. 
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